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RESOLUCIÓN DEL ÓRGANO DE SELECCIÓN DE LA CONVOCATORIA PÚBLICA PARA LA PROVISIÓN, 

MEDIANTE OPOSICIÓN LIBRE, DE 3 PLAZAS DE AUXILIAR ADMINISTRATIVO, CORRESPONDIENTES A 

LA OFERTA DE EMPLEO PÚBLICO 2020 Y 2021 DEL AYUNTAMIENTO DE SAN FERNANDO DE 

HENARES, POR LA QUE SE HACE PÚBLICA LA PLANTILLA DEFINITIVA DEL PRIMER EJERCICIO DEL 

PROCESO SELECTIVO 
 
 
De acuerdo con lo establecido en las bases de la convocatoria pública para la provisión, mediante 

oposición libre, de 3 plazas de Auxiliar Administrativo, correspondientes a la Oferta de Empleo 

Público 2020 y 2021 del Ayuntamiento de San Fernando de Henares, cuyas bases fueron publicadas 

en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid, de 31 de marzo de 2022, el Órgano de Selección, 

reunido en San Fernando de Henares el día 21 de diciembre de 2022, 
 

ACUERDA 
 
PRIMERO.- Estudiar las alegaciones presentadas por los/as siguientes aspirantes: 

 

- Adánez Vega, Irene a las preguntas 1, 4, 8, 20 

- Cepeda Garrido, Vanesa a las preguntas 13, 17, 19, 20 

- Da Silva Garrido, Rosa Mª a las preguntas 1, 8, 10, 17, 18  

- Del Val Viana, Lourdes a las preguntas 1, 7, 8, 10, 17  

- Escalada Ramos, Alberto a la pregunta 20 

- García Feijóo, Mª Mar a las preguntas 12, 13, 15, 17, 18, 20 

- García Moreno, Carmen Pilar a las preguntas 1, 7, 8 

- Garnacho Díaz, Carlos a la pregunta 20 

- Gómez Ponce, Mª Elena a las preguntas 1, 8, 10, 20 

- González Ruiz, Esther a la pregunta 20 

- Hernández Martínez, Olga a la pregunta 10  

- Hernández Morcuende, Paula a las preguntas 1, 7, 8, 12 

- Hernaz García. Carlos Alberto a las preguntas 1, 8,  

- Jiménez Patón, Antonia a las preguntas 1, 4, 7, 8, 15, 17, 18, 20 

- Lamuedra Herráez, Margarita a las preguntas 7, 13, 20 

- Lerín Santos, Mª Vanesa a las preguntas 1, 4 7, 17, 20 

- Martín León, Carlos a las preguntas 1, 20 

- Martos Hernández, Mª Teresa a las preguntas 7, 10 

- Medrano Picó, Mª Cristina a las preguntas 1, 8, 17, 20 

- Meléndez García, Carmen a las preguntas 11, 13, 17  

- Moreno Alcalá, Carmen a las preguntas 17, 20 

- Orad Blanco, Daniel a las preguntas 1, 8, 17, 20 

- San Inocencio Pérez, Susana a las preguntas 8, 10, 17 

- Sánchez Martín, Virginia a las preguntas 13, 15, 17 18, 20 

- Vela Rozalén, Isabel a las preguntas 8, 17, 19, 20 

- Velasco Martín, Jorge a las preguntas 1, 7, 8, 19, 20 

- Vitutia Moreno, Patricia a las preguntas 13, 17, 18 

- Zori Otero, Raquel a las preguntas 1, 8 
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SEGUNDO.- Una vez estudiadas, se acuerda desestimar motivadamente las alegaciones a las 

siguientes preguntas: 
 

PREGUNTA 1: 

 
1. El requerimiento efectuado al Sr. Zutanito para la presentación de la documentación 

relativa a su negocio ha debido practicarse: 
 

a) Preferentemente por medios electrónicos.  
b) Obligatoriamente por medios electrónicos. 
c) En todo caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma expresa su 

oposición al uso de dichos medios. 
d) En todo caso en papel, siempre que no comunique su preferencia a recibir 

notificaciones por medios electrónicos. 
 
 
Dña. Adánez Vega, Irene alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

“ 

1. El requerimiento efectuado al Sr. Zutanito para la presentación de la 

documentación relativa a su negocio ha debido practicarse:  

 

a) Preferentemente por medios electrónicos.  

b) Obligatoriamente por medios electrónicos.  

c) En todo caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma expresa 

su oposición al uso de dichos medios.  

d) En todo caso en papel, siempre que no comunique su preferencia a recibir 

notificaciones por medios electrónicos.  

 

Según la plantilla de respuestas, la opción correcta es la  

b) Obligatoriamente por medios electrónicos.  

 

Artículo 14. Derecho y obligaci6n de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas.  

 

1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de 

medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios 

electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para 

comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento.  

2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con 

las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 

procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:  

a) Las personas jurídicas.  

b) Las entidades sin personalidad jurídica.  

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones  

 

En el supuesto no se especifica que la profesión requiere colegiación obligatoriamente, 

por lo tanto en este caso se trata de un autónomo que es persona física que no está 

obligada a relacionarse electrónicamente con la Administración.  
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SOLICITO POR TANTO LA ANULACIÓN DE LA PREGUNTA 1” 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Adánez Vega, Irene, señalar que en el supuesto 
práctico indica que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción electrónica 

de notificaciones.”  
 
Tal y como señala la aspirante en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

La cuestión no es si el Sr. Zutanito está obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración, 

sino como está obligada a practicar la comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Adánez Vega, Irene a esta pregunta 
 
Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“PRIMERA: Que el enunciado de la pregunta nº 1 dice literalmente:  

 

El requerimiento efectuado al Sr. Zutanito para la presentación de la documentación 

relativa a su negocio ha debido practicarse:"  

 

Y las opciones de respuesta son:  

 

a) Preferentemente por medios electrónicos. 

b) Obligatoriamente por medios electrónicos. 

c) En todo caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma 

expresa su oposición al uso de dichos medios. 

d) En todo caso en papel, siempre que no comunique su preferencia a recibir 

notificaciones por medios electrónicos.  

 

Dando el Tribunal como válida la opción b).  

 

Que dicha opción dada como válida es incorrecta ya que según artículo 41.1 de la 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Advo. Común de las AA.PP. "Las 

notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo 

caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía." El señor 

Zutanito, como autónomo, es una persona física y según el artículo 14.1 de la citada 

Ley "Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 
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Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través 

de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la 

persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado 

por aquella en cualquier momento". En el supuesto práctico no se especifica la 

profesión del señor Zutanito, por lo que no cumple ninguna de las condiciones para 

estar obligado a relacionarse con las AA.PP. por medios electrónicos expuestos en 

el artículo 14.2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre. 

 

Tras lo expuesto,  

 

SOLICITO AL TRIBUNAL CALIFICADOR, que se anulen o rectifiquen la 

correspondiente plantilla.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª, señalar que en el supuesto 
práctico indica que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción electrónica 

de notificaciones.”  
 
Tal y como señala la aspirante en su escrito, el artículo 41.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: "Las notificaciones se 

practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte 

obligado a recibirlas por esta vía." y el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

También señala en su escrito que: “En el supuesto práctico no se especifica la profesión del señor 

Zutanito, por lo que no cumple ninguna de las condiciones para estar obligado a relacionarse con 

las AA.PP. por medios electrónicos expuestos en el artículo 14.2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre.” 

 

La pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la Administración 

por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la comunicación la 
Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª a esta pregunta. 
 
Dña. Del Val Viana, Lourdes alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN: en base al artículo 41 de la Ley 39/2015:  

• El Sr Zutanito es un autónomo, por tanto no está obligado a relacionarse por medios 

electrónicos (art.14), por ello la respuesta correcta es la A, porque no está obligado (lo 
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correcto es preferentemente y puede modificar la forma de comunicarse en cualquier 

momento): 

  

"Articulo: 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas.  

 

1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de 

medios electrónicos o no ... "  

 

El Sr. Zutanito no es una persona jurídica, ni está dentro de los casos del artículo 14.2 

de la misma Ley que están obligados a relacionarse con la Administración por medios 

electrónicos y la Administración con ellos electrónicamente.  

 

• En el siguiente artículo se establece la práctica de las notificaciones es 

preferentemente por medios electrónicos, no obligatorios:  

 

"Articulo 41. Condiciones generales para la práctica de las notificaciones. 

 

1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo 

caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. 

  

Los interesados que no estén obligados a recibir notificaciones electrónicas podrán 

decidir y comunicar en cualquier momento a la Administración Pública, mediante los 

modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las notificaciones sucesivas se 

practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos.  

 

Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

practicar electrónicamente las notificaciones para determinados procedimientos y para 

ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económico, 

técnico, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y 

disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.  

 

4. En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, las 

Administraciones Públicas podrán recabar, mediante consulta a los bases de datos del 

instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el domicilio del interesado recogidos 

en el Padrón Municipal', remitidos por los Entidades Locales en aplicación de lo 

previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local."  

 

• Y a parte, establece, que sí la Administración notifica un procedimiento iniciado de 

oficio puede solicitar la dirección para enviárselo por carta, por tanto no es 

OBLIGATORIO como pone la respuesta B: 

 

"Art. 14.4. En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, 

La Administraciones Públicas podrán recabar, mediante consulta a las bases de datos 

del instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el domicilio del interesado 

recogidos en el Padrón Municipal, remitidos par las Entidades Locales en aplicación 

de Jo previsto en la Ley 7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen 

Local." 

 

Por tanto solicito que se dé por correcta la pregunta A” 
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En relación a la alegación presentada por Dña. Del Val Viana, Lourdes, señalar que en el supuesto 
práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones.”  
 
Tal y como señala la aspirante en su escrito, el artículo 41.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: "Las notificaciones se 

practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte 

obligado a recibirlas por esta vía." y el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

También señala en su escrito que: “El Sr. Zutanito no es una persona jurídica, ni está dentro de los 

casos del artículo 14.2 de la misma Ley que están obligados a relacionarse con la Administración por 

medios electrónicos y la Administración con ellos electrónicamente. ” 

 

Y además también indica en su escrito :” Y a parte, establece, que sí la Administración notifica un 

procedimiento iniciado de oficio puede solicitar la dirección para enviárselo por carta, por tanto no es 

OBLIGATORIO como pone la respuesta B” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto la respuesta 
correcta es la b) 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Del Val Viana, Lourdes a esta pregunta. 
 

 

Dña. García Moreno, Carmen Pilar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Se da por buena la pregunta b) y según la Ley 39/2015 de 1 de Octubre la respuesta 

correcta sería la opción a).  

a) Preferentemente por medios electrónicos. 

b) Obligatoriamente por medios electrónicos. 

c) En todo caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma expresa 

su oposición al uso de dichos medios. 

d) En todo caso en papel, siempre que no comunique su preferencia a recibir 

notificaciones por medios electrónicos.  

Se trata de una elección, no de una obligación, solo existe obligación si requiere 

colegiación, por vía reglamentaria o los citados expresamente en el artículo 14 

apartado 2). 
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artículo 14 de la ley 39/2015 apartado 1, lo cita así expresamente.  

 

Planteamiento para las preguntas 1 y 8, artículos relacionados, 14 y 41 de la Ley 

39/2015:  

 

El art. 14 de la Ley 39/2015 obliga a una serie de sujetos a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las administraciones públicas para la realización de cualquier 

trámite de un procedimiento administrativo   

El aptdo. 1 del art. 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas -LPACAP-, permite que sean 

las personas físicas quienes elijan el modo de comunicarse con la administración, al 

disponer que:  

 

• "Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través 

de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la 

persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado 

por aquella en cualquier momento."  

 

El autónomo, por definición es una persona física (no jurídica), por tanto, en 

principio y con alguna salvedad, podrá elegir entre relacionarse con la administración 

a través de procedimientos electrónicos o bien por los medios tradicionales.  

 

Por su parte, el aptdo. 2 del citado art. 14 LPACAP establece la obligación de 

relacionarse por medios electrónicos con la administración a:  

• a) Las personas jurídicas.  

• b) Las entidades sin personalidad jurídica.  

• c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles.  

• d} Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración.  

• e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones 

que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en 

que se determine reglamentariamente por cada Administración.  

 

En consecuencia, en la medida de que el autónomo ejerza una actividad profesional 

que requiera colegiación, está obligado a relacionarse electrónicamente con la 

administración que no es el caso que nos ocupa.  

Por último, hay que tener en cuenta que el aptdo. 3 del citado art. 14 LPACAP, dispone 

que reglamentariamente, las administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.  

 

El autónomo no está obligado a relacionarse electrónicamente con la administración 

salvo que, ejerza una actividad profesional que requiera colegiación, o que la 
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Administración, a través de un reglamento, exija al autónomo que se relacione 

electrónicamente con la administración porque se trate de un colectivo que realiza 

actividades económicas o profesionales, por lo que debe disponer de la capacidad 

necesaria para poder relacionarse electrónicamente con la administración.  

Artículo 41 de la citada Ley, el cual nos habla de las condiciones generales para la 

práctica de las notificaciones.  

Apartado 1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios 

electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por 

esta vía.  

 

En consecuencia y como ya he expuesto un trabador autónomo es persona física, como 

norma general no está obligado a relacionarse de manera electrónica con la 

Administración. Por tanto un requerimiento o notificación por parte de la 

Administración se realizaría preferentemente por medios electrónicos (no existe 

obligación, existe preferencia elegida por el interesado).  

 

Conclusiones  

1ª. Los autónomos, dado que son personas físicas, no están obligadas a relacionarse 

electrónicamente con la administración, salvo que ejerza una actividad profesional 

que requiera colegiación, por vía reglamentaria o apartado 2 del artículo 14 que en 

este caso no existe salvedad alguna.  

2º. Las notificaciones y/o requerimientos de la Administración a un trabajador 

autónomo por ser persona física, se realizarán preferentemente por medios 

electrónicos, salvo que se encuentren obligados por vía reglamentaria o requieran 

colegiación. Se trata de una elección, no de una obligación.  

3º."las personas físicas (autónomos incluidos) podrán elegir en todo momento si se 

comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 

obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a 

relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El 

medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas 

podrá ser modificado por aquella en cualquier momento."  

 

Del enunciado del primer supuesto práctico no se deduce información alguna de: 

  

• Actividad del trabajador autónomo que requiera colegiación puesto que no menciona 

su actividad.  

• Imposición por vía reglamentaria a relacionarse con la Administración de forma 

electrónica. 

• Y por último no menciona en ningún momento información para enmarcar a este 

trabajador en ninguno de los supuestos citados en el aptdo. 2 del citado art. 14 

LPACAP” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. García Moreno, Carmen Pilar, señalar que en el 
supuesto práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la 

recepción electrónica de notificaciones.”  
 
Tal y como señala la aspirante en su escrito, el artículo 41.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: "Las notificaciones se 

practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte 

obligado a recibirlas por esta vía." y el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
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“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

También señala en su escrito que: “Los autónomos, dado que son personas físicas, no están obligadas 

a relacionarse electrónicamente con la administración, salvo que ejerza una actividad profesional que 

requiera colegiación, por vía reglamentaria o apartado 2 del artículo 14 que en este caso no existe 

salvedad alguna. ” 

 

Y además también indica en su escrito :” las personas físicas (autónomos incluidos) podrán elegir en 

todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 

obligaciones a través de medios electrónicos o no” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Moreno, Carmen Pilar a esta pregunta. 
 

 
Dña. Gómez Ponce, Mª Elena alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Alegación: El enunciado indica que el Sr. Zutanito es trabajado por cuenta propia e 

indica que recibo una notificación relacionada con el ejercicio de su profesión. 

 

Tal y corno lo define la Seguridad Social, un trabajador por cuenta propia (también 

conocido como autónomo) es la persona física que realiza de forma habitual, personal 

y directa una actividad profesional con fines lucrativos. No se indica en el enunciado 

que el Sr. Zutanito tenga una empresa de su propiedad ni sea persona jurídica. 

 

El autónomo es una persona que, de forma individual, realiza una actividad profesional 

que les reporta beneficios. Lo cierto es que estamos ante una persona física que realiza 

una actividad económica o profesional por cuenta propia, fuera del ámbito de dirección. 

Dentro del mundo empresarial es una de las formas más comunes a la hora de crear una 

compañía. Al margen de la actividad que desarrolle y el tipo de trabajo que haga, 

siempre se asocia al autoempleo, ya que el propietario de la empresa es también quien 

se encarga de desarrollar las tareas. 

 

La figura del autónomo o empresario individual resulta sobre todo muy común en 

profesionales corno pintores, electricistas, fontaneros, decoradores, etc., pero también 

en los comercios al por menor, ya sean quioscos, papelerías, librerías, establecimientos 

de ropa, joyerías, etc. 
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En el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas en el artículo 14.2. Derecho y obligación de 

relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas se establece: 

 

"En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento 

administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 

 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración. 

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que 

realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se 

determine reglamentariamente por cada Administración." 

 

Por todo lo anteriormente expuesto, cabe entender que el Sr. Zutanito puede tener un 

negocio pero al ser un trabajador por cuenta propia tiene la consideración de persona 

física y como en la Ley no se especifica que los trabajadores autónomos tengan la 

obligación de relacionarse electrónicamente la respuesta más adecuada sería c) En todo 

caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma expresa su 

oposición al uso de dichos medios. 

 

Por medios electrónicos porque él ya ha indicado que tiene preferencia a recibir las 

comunicaciones por esta vía, no porque sea una obligación para las personas físicas.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Gómez Ponce, Mª Elena, señalar que en el supuesto 
práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones.”  
 
Tal y como señala la aspirante en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

También señala en su escrito que: “Por todo lo anteriormente expuesto, cabe entender que el Sr. 

Zutanito puede tener un negocio pero al ser un trabajador por cuenta propia tiene la consideración de 

persona física y como en la Ley no se especifica que los trabajadores autónomos tengan la obligación 

de relacionarse electrónicamente la respuesta más adecuada sería c). ” 
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Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Gómez Ponce, Mª Elena a esta pregunta. 
 
Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que en el 
supuesto práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la 

recepción electrónica de notificaciones.”  
 
Tal y como señala la aspirante en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
 
D. Hernaz García. Carlos Alberto alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 
“…ya que dado mi punto de vista las respuestas correctas serían para la pregunta 

número 1 la opción A,[…] en base al artículo 14 de la Ley 39/2015 de 2 de octubre 
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de Procedimiento Administrativo común donde en su punto número 2 c) dice 

literalmente:  

"e) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles."  

 

Y en su punto número 3 dice:  

 

"3.Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer lo obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicos que por razón de su 

capacidad económica, técnico, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos 

necesarios." 

 

En el enunciado del supuesto práctico número uno del examen en ningún caso se 

hace mención a ninguno de los casos que expone el articulado de la citada ley. 

 

La definición de trabajador por cuenta propia que da la página web del Ministerio 

de Trabajo y  

Economía Social, es la siguiente:  

 

"Se entiende por trabajo por cuenta propia o autónomo la actividad económica o 

profesional realizada por persona física de forma habitual personal y directa, a 

título lucrativo, fuero del ámbito de organización y dirección de otra persona, dé o 

no ocupación a trabajadores por cuenta ajena." 

 
En relación a la alegación presentada por D. Hernaz García. Carlos Alberto, señalar que en el 
supuesto práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la 

recepción electrónica de notificaciones.”  
 
Tal y como señala el aspirante en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: 
“Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. 

El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 

modificado por aquella en cualquier momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma obligatoria por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
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Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Hernaz García. Carlos Alberto a esta pregunta. 
 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Motivo: considero que la respuesta correcta es la a) ya que el Sr. Zutanito ha indicado su 

preferencia a la recepción electrónica de notificaciones y no tiene obligación de relacionarse 

electrónicamente con la administración porque es una persona física y no se indica que esté 

colegiado.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Jiménez Patón, Antonia, señalar que en el supuesto 
práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones.”  
 
El artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas físicas podrán elegir en todo 

momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 

obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para 

comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier 

momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 

 

Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVACIÓN 

Según ART 41.de la LPACAP Condiciones generales para la práctica de las notificaciones.  

1.Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo 

caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía. 

No obstante lo anterior, las Administraciones podrán practicar las notificaciones por 

medios no electrónicos en los siguientes supuestos: 

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del 

interesado o su representante en las oficinas de asistencia en materia de registro y solicite 

la comunicación o notificación personal en ese momento. 

b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario 

practicar la notificación por entrega directa de un empleado público de la Administración 

notificante. 
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La ley cita "en todo caso”, no obligatoriamente como dice la respuesta que se da por válida 

ya que hay 2 excepciones en las que las Administraciones podrán practicar las 

notificaciones por medios no electrónicos y estos datos no los facilita el supuesto. 

 

Además en su apartado 2 et artículo 41 dice textualmente que “En ningún caso se 

efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones: 

 

a) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean 

susceptibles de conversión en formato electrónico. 

b) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques. 

Y este dato tampoco se facilita en el supuesto. 

Solicito la anulación de la pregunta 1 ya que existen excepciones por lo que la respuesta 

ofrecida como correcta no lo es al incluir la palabra “obligatoriamente". 

 

Ninguna respuesta seria correcta.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa, señalar que en el supuesto 
práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones.”  
 
El artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas físicas podrán elegir en todo 

momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 

obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para 

comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier 

momento” 

 

Afirma en su escrito que, “La ley cita "en todo caso”, no obligatoriamente como dice la respuesta que 

se da por válida ya que hay 2 excepciones en las que las Administraciones podrán practicar las 

notificaciones por medios no electrónicos y estos datos no los facilita el supuesto.” y efectivamente 
existen esas dos excepciones pero el supuesto señala claramente que “…recibe una notificación de la 
Administración Local requiriendo la presentación de cierta documentación relacionada con el 
ejercicio de su profesión…” , al ser una notificación que requiere documentación del Sr. Zutanito no 
entra dentro de las excepciones por usted señaladas.   
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa a esta pregunta. 
 
D. Martín León, Carlos alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Contra la pregunta nº 1, pues según el artículo Artículo 41 de la Ley 3912015 de 1  

de octubre de Procedimiento Administrativo Común:  
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"Condiciones generales para la práctica de las notificaciones. 1. Las notificaciones se 

practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el 

interesado resulte obligado a recibirlas por esta vía"  

En el artículo 14.1 y 14.2 se dice que "Las personas físicas podrán elegir en todo 

momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus 

derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas 

a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El 

medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas 

podrá ser modificado por aquella en cualquier momento. 2. En todo caso, estarán 

obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones 

Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, 

al menos, los siguientes sujetos: a)  

Las personas jurídicas."  

Teniendo en cuenta que en el enunciado de la pregunta nº 1 se dice que "El Sr. Zutanito 

es trabajador por cuenta propia" de lo que no podemos deducir mucho más y por tanto 

podría tratarse de un autónomo, que es al fin y al cabo una persona física a todos los 

efectos, no considero que la opción b) dada como correcta, lo sea, sino que más bien 

sería correcta la respuesta a).” 

 

En relación a la alegación presentada por D. Martín León, Carlos, señalar que en el supuesto práctico 
indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción electrónica 

de notificaciones.”  
 
Como señala en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas 

físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas 

a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por 

la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Martín León, Carlos a esta pregunta. 

 

 
D. Orad Blanco, Daniel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

Las opciones que se dan en esta pregunta son:  

 

a) Preferentemente por medios electrónicos. 

b) Obligatoriamente por medios electrónicos. 
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c) En todo caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma expresa 

su oposición al uso de dichos medios. 

d) En todo caso en papel, siempre que no comunique su preferencia a recibir 

notificaciones por medios electrónicos.  

 

Se da como respuesta correcta la b), pero la respuesta correcta sería la a), ya que según 

se establece en el artículo 14.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas "las personas físicas podrán 

elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que 

estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones 

Públicas. El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones 

Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier momento.", por lo tanto no 

tendría la obligación de recibir las notificaciones por medios electrónicos, ya que el Sr. 

Zutanito al ser una persona física puede elegir en todo momento si prefiere comunicarse 

con la Administración por medios electrónicos o no.  

 

Por todo lo expuesto anteriormente, solicito que se cambie la respuesta de esta 

pregunta.” 

 

En relación a la alegación presentada por D. Orad Blanco, Daniel, señalar que en el supuesto práctico 
indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción electrónica 

de notificaciones.”  
 
Como señala en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas 

físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas 

a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por 

la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Orad Blanco, Daniel a esta pregunta. 

 

D. Velasco Martín, Jorge alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

Primero.- En cuanto a la no obligación del Sr. Zutanito a relacionarse electrónicamente 

con las Administraciones Públicas.  
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Según el texto del supuesto práctico 1, donde no se especifica el tipo de profesión que 

realiza el Sr. Zutanito, y de conformidad con el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 

donde se establece el derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas, éste no resulta un obligado a relacionarse electrónicamente 

con la administración Local ya que, aun ejerciendo una actividad profesional como 

trabajador por cuenta propia ésta carece del requisito de colegiación obligatoria 

necesario o de que se encuentre dentro de los colectivos de notarios o registradores de la 

propiedad y mercantiles.  

 

"Articulo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas. 

1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones través de 

medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios 

electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por fa persona para 

comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento. 

2.En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento 

administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y a 

mercantiles … "  

 

Segundo.- En cuanto a la indicación de su preferencia a la recepción electrónica de 

notificaciones.  

 

Según el texto del supuesto práctico 1, el Sr. Zutanito tres meses antes del requerimiento 

efectuado, en procedimiento instado por su parte de reclamación por daños y perjuicios a 

la Administración Local, indicó en el escrito presentado su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones  

 

Pues bien, el texto del supuesto práctico 1 no ofrece datos suficientes con los que se pueda 

concluir de manera taxativa e inequívoca que la preferencia indicada por el Sr. Zutanito 

en ese escrito, para la recepción electrónica de notificaciones, deba ser entendida de tal 

manera que se haga extensiva o genérica para todas las notificaciones de todos los 

expedientes en los que forme o pudiera formar parte éste y que no deba ser entendida de 

tal manera que ésta se solicitara de forma exclusiva para las notificaciones que se 

realizasen dentro del expediente de reclamación por daños y perjuicios.  

  

Por lo tanto, en base a lo anteriormente expuesto, ya que, el Sr. Zutanito no resulta 

obligado a relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas, según el 

artículo 14 de la Ley 39/2015, ni que de manera taxativa e inequívoca pueda considerarse 

que la indicación de preferencia a la recepción electrónica de notificaciones, producida 

en el procedimiento de reclamación por daños y perjuicios, se deba hacer extensiva al 

procedimiento donde se ha practicado la notificación del requerimiento, se debe estar a lo 

estipulado en el artículo 41 de la Ley 39/2015 y de conformidad con éste la única respuesta 
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correcta de las propuestas para la pregunta  1 es la " a) Preferentemente por medios 

electrónicos." 

 

En relación a la alegación presentada por D. Velasco Martín, Jorge, señalar que en el supuesto 
práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones.”  
 
Como señala en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas 

físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas 

a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por 

la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento” 

 

Respecto a la primera parte de su alegación, recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito 
debe relacionarse electrónicamente con la Administración por su profesión o por otra condición, sino 
a como está obligada a practicar la comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
En cuanto a la segunda parte de su alegación, volvemos a referirnos al artículo 14 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su 
apartado 1 establece: : “Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios 

electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para comunicarse con las 

Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier momento”  
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Velasco Martín, Jorge a esta pregunta. 

 

 
Dña. Zori Otero, Raquel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN: 

El señor Zutanito es trabajador por cuenta propia (autónomo), en ningún punto del 

supuesto se indica que El señor Zutanito tenga una profesión en la que se requiera 

colegiación obligatoria, que sería el colectivo obligado a relacionarse de manera 

electrónica con la administración. Por lo que el Señor Zutanito se considera persona física, 

y como indica el artículo 14.1 (cito a continuación) 

"Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas. 1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se 

comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 

obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse 

a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por 

la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por 
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aquella en cualquier momento" El Señor Zutanito no tendría obligación ninguna de 

relacionarse con la administración por medios electrónicos, por lo que considero que la 

respuesta correcta sería la A.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Zori Otero, Raquel, señalar que en el supuesto 
práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la recepción 

electrónica de notificaciones.”  
 
Como señala en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas 

físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas 

a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por 

la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Zori Otero, Raquel a esta pregunta. 

 

 
Dña. Medrano Picó, Mª Cristina alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“La pregunta 1' con respecto al requerimiento efectuado al Sr. Zutaníto para la 

presentación de la documentación relativa a su negocio ha debido practicarse: 

 

La respuesta b), que propone el Tribunal, bajo me criterio no es correcta, el artículo 

14.2 y 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas establece: 

"En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con 

las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 

procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiero colegiación 

obligatoria, para las trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración.  
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e) Los empleados de los Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones 

que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma 

en que se determine reglamentariamente por cada Administración. 

3. Reglamentariamente, las Administraciones padrón establece, la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos 

necesarios."  

En ningún caso el primer párrafo del supuesto práctico 1, donde dice: "que el Sr 

Zutanito, recibo una notificación de la Administración Local requiriendo la 

presentación de cierta documentación relacionada con el ejercicio de su profesión", 

determina que el sujeto tenga la obligación de relacionarse con la Administración de 

forma electrónica, pues con la escasa información facilitada (¿qué tipo de 

información se le pide.? ¿para qué trámite?), no se puede deducir que sea una 

persona jurídica, que para ejercer su actividad profesional tenga una colegiación 

obligatoria o que pertenezca a un colectivo que por su capacidad económica, técnica 

o dedicación profesional tenga la disponibilidad de medios electrónicos (art 14. 2 y 

3 Ley 39/2015). No se ha dado la información suficiente en el supuesto para 

determinar que el sujeto tenga esa obligación, lo que supone que la respuesta esté 

sujeta a la interpretación de quién lee la pregunta.  

Solicito la anulación de la pregunta o que la respuesta correcta sea la a), por tratar 

al sujeto como persona física.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Medrano Picó, Mª Cristina, señalar que en el 
supuesto práctico indica claramente que: “En el escrito, El Sr. Zutanito indicó su preferencia a la 

recepción electrónica de notificaciones.”  
 
Como señala en su escrito, el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su apartado 1 establece: “Las personas 

físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas 

a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por 

la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento” 

 

Recordarle que la pregunta no cuestiona si el Sr. Zutanito debe relacionarse electrónicamente con la 

Administración por su profesión o por otra condición, sino a como está obligada a practicar la 
comunicación la Administración al Sr. Zutanito. 
 
Visto lo anterior y al haber elegido, el Sr. Zutanito, como preferente la recepción electrónica de 
notificaciones y no haberse pronunciado sobre la modificación de la forma de dicha comunicación, la 
Administración está obligada a realizar la comunicación del requerimiento de forma ineludible por el 
medio elegido por el Sr. Zutanito y por lo tanto por medios electrónicos. Por lo tanto, la respuesta 
correcta es la b) 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Medrano Picó, Mª Cristina a esta pregunta. 
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PREGUNTA 4:  

 
4. Respecto a la presentación telemática de la documentación requerida por el Sr. Zutanito, 

¿cuándo se entenderá aportada? 
 

a. El domingo 15 de febrero, a las 20 horas.  
b. El lunes 16 de febrero, a las 20 horas. 
c. El lunes 16 de febrero, a primera hora.  
d. Se entenderá aportada fuera de plazo. 

 
Dña. Adánez Vega, Irene alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“ Según la plantilla de respuestas, la opción correcta es la  

 

c) El lunes 16 de febrero, a primera hora.  

 

Ley39/2015  

 

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros.  

 

2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de 

cómputo de los plazos, por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que 

deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad 

y figurar de modo accesible y visible. El funcionamiento del registro electrónico se 

regirá por las siguientes reglas: 

 

[ ... ]  

 

b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al 

cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se 

entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una 

norma permito expresamente la recepción en día inhábil.  

 

[ ... ]  

 

 

En el supuesto no se especifica si el lunes es día hábil o inhábil.  

 

SOLICITO POR TANTO LA ANULACIÓN DE LA PREGUNTA 4” 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Adánez Vega, Irene, señalar que en el supuesto 
práctico indica que: “...el Sr. Zutanito presenta la información requerida el domingo 15 de febrero 
a las 20 horas en el Registro electrónico de la Administración.”  
 
Como indica en su escrito el artículo 31.2.b de LPACAP 

 

“b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al 

cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se 

entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una 

norma permito expresamente la recepción en día inhábil.” 
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Estableciendo, el supuesto practico, que la finalización del plazo es un martes 17 febrero y que el 
Sr. Zutanito lo presenta un domingo 15 de febrero (el cual es inhábil según establece el artículo 30.2 
de la LPACAP) y al no aludir en el supuesto ningún otro día inhábil, el primer día hábil siguiente al 
domingo 15 de febrero, es el lunes 16 de febrero. Por ello la respuesta correcta a la pregunta es la 
c) según establece el artículo 31.2.b del LPACAP 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Adánez Vega, Irene a esta pregunta. 
 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Motivo: considero que ninguna respuesta es correcta ya que sin un calendario no 

podemos saber si el día 16 es hábil en dicha administración.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Jiménez Patón, Antonia, señalar que en el supuesto 
práctico indica que: “...el Sr. Zutanito presenta la información requerida el domingo 15 de febrero 
a las 20 horas en el Registro electrónico de la Administración.”  
 
El artículo 31 en su apartado 2.b de LPACAP establece: 

 

“b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al 

cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día inhábil se 

entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una 

norma permito expresamente la recepción en día inhábil.” 

 
Estableciendo, el supuesto practico, que la finalización del plazo es un martes 17 febrero y que el 
Sr. Zutanito lo presenta un domingo 15 de febrero (el cual es inhábil según establece el artículo 30.2 
de la LPACAP) y al no aludir en el supuesto ningún otro día inhábil, el primer día hábil siguiente al 
domingo 15 de febrero, es el lunes 16 de febrero. Por ello la respuesta correcta a la pregunta es la 
c) según establece el artículo 31.2.b del LPACAP 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 

 

 
Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVACIÓN 

Según ART.31.2.b) LPACAP b)" A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, 

y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un 

día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo 

que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. Los documentos se 

considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil. 

Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo 

orden, a los que lo fueran el primer día hábil posterior. " 

Así como la pregunta está mal formulada ya que dice aportada y no presentada como cita 

la Ley en su literalidad, la respuesta dada por válida es incompleta (existe un salvo norma 

que diga lo contrario por lo que cualquier respuesta estaría incompleta) además que no es 

a primera hora sino en la primera hora del primer día hábil siguiente (términos que no 

significan lo mismo por el uso inadecuado de la preposición " a " en lugar de " en " ), y 

tampoco se especifica que el día posterior es hábil o inhábil. 
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Por todo ello solicito anulación de la pregunta 4 ya que ninguna de las respuestas 

ofrecidas es correcta.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa, señalar que,  en su escrito 
afirma, “Así como la pregunta está mal formulada ya que dice aportada y no presentada como cita la 

Ley en su literalidad,”, el supuesto si lo lee usted atentamente indica: “…el Sr. Zutanito presenta la 
información requerida…” por lo que se entiende perfectamente que ha presentado la información. 
 
En cuanto a su afirmación: “además que no es a primera hora sino en la primera hora del primer día 

hábil siguiente (términos que no significan lo mismo por el uso inadecuado de la preposición " a " en 

lugar de " en " )”, señalar que al utilizar el término “a primera hora” ha englobado al término “en la 
primera hora” por lo que estaría correctamente formulada la respuesta ya que cumpliría con lo 
dispuesto en el artículo 31 apartado 2.b de la LPACAP. 
 
Referente a lo que indica en su escrito “...y tampoco se especifica que el día posterior es hábil o 

inhábil”, el supuesto practico señala que la finalización del plazo es un martes 17 febrero y que el 
Sr. Zutanito lo presenta un domingo 15 de febrero (el cual es inhábil según establece el artículo 30.2 
de la LPACAP) y al no aludir en el supuesto ningún otro día inhábil, el primer día hábil siguiente al 
domingo 15 de febrero, es el lunes 16 de febrero. Por ello la respuesta correcta a la pregunta es la 
c) según establece el artículo 31.2.b del LPACAP. 
 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa a esta pregunta. 
 

 

PREGUNTA 7: 

 
7. El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas y de las 

autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por: 
 

a) Solo los ciudadanos empadronados. 
b) Aquellos que tengan capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas.  
c) Aquellos que ostenten derechos o intereses. 
d) Aquellos legitimados en virtud de disposición legal o reglamentaria local. 

 
Dña. Del Val Viana, Lourdes alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN:  

 

• La Ley 39/2015 establece que el procedimiento de Responsabilidad Patrimonial es 

una especialidad del procedimiento Administrativo Común, por tanto tiene varios 

apartados Idénticos, por ejemplo la definición de interesado en un procedimiento: 

 

Artículo 4. Concepto de interesado. 

 

1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:  

 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales 

o colectivos (Respuesta C).  
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b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar 

afectados por la decisión que en el mismo se adopte." 

 

Puedes tener capacidad de obrar pero sí no eres titular de un derecho o interés no eres 

Interesado de procedimiento de Responsabilidad Patrimonial. Por tanto la respuesta 

correcta es la A.  

 

• En el art. 54 vuelve a recalcar que los procedimientos son "Artículo 54. Clases de 

iniciación. Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado."  

 

Concepto de interesado está en el artículo 4, visto anteriormente, donde no pone nada 

de capacidad de obrar.  

 

• Sí se basan en el artículo 13 donde hace mención al artículo 3 de "la capacidad de 

obrar para exigir responsabilidades", tendríamos que añadir el artículo 32 donde 

establece que tienen derecho a ser indemnizados (y por tanto a tener derecho a exigir 

responsabilidad) "los particulares que sufran una lesión"  

 

"Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas.  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.  

 

"CAPITULO IV 

De lo responsabilidad patrimonial de les Administraciones Públicas  

Sección .1ª responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas  

 

Artículo 32. Principios de la responsabilidad. 

  

1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones 

publicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes 

y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o 

anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños 

que el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley.” 

Por tanto la respuesta correcta es la C, porque quien tenga derechos o intereses es una 

persona con capacidad de obrar y tiene una lesión para exigir responsabilidad 

patrimonial. Porque simplemente con capacidad de obrar no vale para exigir 

responsabilidad patrimonial.” 

 

En relación a la alegación de Dña. Del Val Viana, Lourdes como bien señala en su escrito el artículo 13 
de la LPACAP apartado f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 
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Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

Y la pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f de la LPACAP. 
 
Usted indica, en su escrito, que la correcta sería la respuesta c) “Aquellos que ostenten derechos o 

intereses”, pero esta afirmación que usted señala no sería correcta ya que no cualquier persona que 
ostente derecho o intereses tiene derecho a exigir responsabilidad de las Administraciones o 
autoridades, sino como muy bien indica en su escrito el artículo 4 de LPACAP establece que serán 
interesados solo “Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos…”. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Del Val Viana, Lourdes a esta pregunta. 
 
Dña. García Moreno, Carmen Pilar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“7. El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de las Administraciones 

Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por: 

 

a) Solo los ciudadanos empadronados. 

 

b) Aquellos que tengan capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas. 

 

c) Aquellos que ostenten derechos o intereses. 

 

d) Aquellos legitimados en virtud de disposición legal o reglamentaria local. 

 

Considero su anulación por no haber respuesta que se adapte por completo a la 

pregunta ya que se deduce de los artículos que voy a citar a continuación y que se 

encuentran recogidos en la Ley 39 /2015, que ostentan el derecho a exigir 

responsabilidad patrimonial las personas interesadas y no solo aquellas que 

aisladamente tengan capacidad de obrar ante la Administración, no es suficiente con 

ostentar este derecho, es necesario ser titular de derechos o intereses legítimos 

individuales o colectivos, por tanto la pregunta c) sería la más adecuada pese a no 

ser completa. 

 

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad 

patrimonial. 

 

1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de 

responsabilidad patrimonial, cuando no haya prescrito su derecho a reclamar. El 

derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la 

indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o 

psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la 

determinación del alcance de las secuelas. Artículo 66. Solicitudes de iniciación. 



 

Página 26 de 94 

 

 

l. Las solicitudes que se formulen deberán contener: 

 

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente. 

 

Artículo 4. Concepto de interesado. 

 

1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: 

 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales 

o colectivos. 

 

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar 

afectados por la decisión que en el mismo se adopte. 

 

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar 

afectados por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya 

recaído resolución definitiva. 2. Las asociaciones y organizaciones representativas de 

intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los 

términos que la Ley reconozca. 

 

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica 

transmisible, el derecho-habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el 

estado del procedimiento” 

 

En relación a la alegación de Dña. García Moreno, Carmen Pilar como bien señala en su escrito el 
artículo 13 de la LPACAP apartado f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

La pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

No estaríamos en el caso del interesado en el procedimiento administrativo como usted señala,  sino 
en la capacidad de obrar ante la administración que es a lo que se refiere la pregunta. 
 
Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f) de la LPACAP. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Moreno, Carmen Pilar, Lourdes a esta 
pregunta. 
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Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 
En relación a la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula como bien señala en su escrito el 
artículo 13 de la LPACAP apartado f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

La pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

Como Usted bien señala en su escrito, “Dicho artículo 13.f no recoge en ningún caso el término 

Patrimonial“, no lo señala porque el artículo se refiere a todos los tipos de responsabilidades de las 
Administraciones Públicas y autoridades, incluida la Patrimonial. Por lo tanto, estaríamos en lo 
señalado en el artículo 13 apartado f) de la LPACAP. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Motivo: considero que hay 2 respuestas correctas, la b) y la e).” 
 
En relación a la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia, el artículo 13 de la LPACAP apartado f 
establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  
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Y la pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f de la LPACAP. 
 
Usted indica, en su escrito, que la correcta sería la respuesta c) “Aquellos que ostenten derechos o 

intereses”, pero esta afirmación que usted señala no sería correcta ya que no cualquier persona que 
ostente derecho o intereses tiene derecho a exigir responsabilidad de las Administraciones o 
autoridades, sino que el artículo 4 de LPACAP establece que serán interesados solo “Quienes lo 

promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos…”. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 
 

 
Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVACIÓN 

Según Artículo 67.1 de la LPACAP. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de 

responsabilidad patrimonial dice textualmente "Los interesados sólo podrán solicitar el 

inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando no haya prescrito su 

derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el 

acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de 

carácter físico o psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la 

curación o la determinación del alcance de las secuelas." 

Por lo tanto para tener el derecho a exigir la responsabilidad patrimonial conlleva tener 

la condición de persona interesada y no sólo capacidad de obrar. en los términos del 

artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Públicas. 

Por ello también sería correcta la respuesta c) Aquellos que ostenten derechos o intereses. 

Solicito anulación de la pregunta 7 por tener 2 respuestas correctas que se 

complementan.” 

 

En relación a la alegación de Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa señalar que el artículo 13 de la LPACAP 
apartado f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

La pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

No estaríamos en el caso del interesado en el procedimiento administrativo como usted señala,  sino 
en la capacidad de obrar ante la administración que es a lo que se refiere la pregunta. 
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Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f) de la LPACAP. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa, a esta pregunta. 

 

D. Velasco Martín, Jorge alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“La responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas se regula como una 

especialidad del procedimiento administrativo, desarrollada por la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y por 

la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas, 

con sujeción a los siguientes artículos principalmente.  

 

Artículos 32, 33, 34, 35, 36 y 37 Ley 40/2015. 

Artículos 24, 35, 61.4, 65 y 67 Ley 39/2015.  

 

Para que un interesado pueda exigir la responsabilidad patrimonial de las 

administraciones, en primer lugar, la ley exige que éste haya sufrido una lesión en 

cualquiera de sus bienes y derechos y, en segundo lugar, que el derecho a reclamar del 

interesado ante la Administración no haya prescrito, de lo se deduce que, para poder exigir 

la responsabilidad patrimonial de las administraciones, un interesado debe haber 

generado un derecho o interés para poder hacerlo, esto es, haber sufrido una lesión en 

cualquiera de sus bienes o derechos. 

  

Por otro lado, en cuanto a los artículos 3 y 4 de la Ley 39/2015. 

El articulo 3 regula la capacidad de obrar y dice:  

 

"A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones 

Públicas:  

 

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las 

normas civiles. 

b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses 

cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona 

que ejerza la patria potestad, tutela Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, 

cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o 

intereses de que se trate.  

c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y 

entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos."  

 

El articulo 4 regula el concepto de interesado y en su punto 1 dice lo siguiente:  

 

"1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: 

 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derecho o intereses legítimos individua/es o 

colectivos . ........ "   

 

De estos dos artículos de Ley 39/2015 se deduce que, son interesados los titulares de 

derecho o intereses legítimos y que no todos los interesados tienen la capacidad de obrar.  

 

En base a lo anteriormente expuesto, no cabe duda de que, para poder exigir la 

responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, en los interesados debe 
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preexistir el derecho o interés legítimo para poder exigirla, además, de que éste no haya 

prescrito y no que los interesados tengan capacidad de obrar, puesto que la capacidad de 

obrar no es motivo para poder exigir la responsabilidad patrimonial de las 

Administraciones Publicas. Por lo tanto, la única respuesta correcta de las propuestas 

para la pregunta 7 es la "c) Aquellos que ostenten derechos o intereses." 

 

En relación a la alegación de D. Velasco Martín, Jorge señalar que el artículo 13 de la LPACAP apartado 
f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

La pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

Usted indica, en su escrito, que la correcta sería la respuesta c) “Aquellos que ostenten derechos o 

intereses”, pero esta afirmación que usted señala no sería acertada ya que no cualquier persona que 
ostente derecho o intereses puede exigir responsabilidad de las Administraciones o autoridades, sino 
que el artículo 4, como usted señala en su escrito, de LPACAP establece que serán interesados solo 
“Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos…”. 

 

No estaríamos en el caso del interesado en el procedimiento administrativo como usted señala,  sino 
en la capacidad de obrar ante la administración que es a lo que se refiere la pregunta y por lo tanto la 
aptitud para ejercitar derechos, asumir obligaciones y realizar de forma valida actos jurídicos.   
 
Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f) de la LPACAP. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Velasco Martín, Jorge, a esta pregunta. 
 
Dña. Martos Hernández, Mª Teresa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“El Tribunal da como correcta la respuesta b) pero la respuesta c) también es correcta, 

ya que según consta en el TÍTULO I De los interesados en el procedimiento CAPÍTULO 

I La capacidad de obrar y el concepto de interesado, en su art. 3 Se define la capacidad 

de obrar y en el artículo 4 el concepto de interesado, especificando como interesado 1. 

Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: a) Quienes lo 

promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos. 

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar 

afectados por la decisión que en el mismo se adopte. c) Aquellos cuyos intereses 

legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 

personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.  

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y 

sociales serán titulares de intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley 

reconozca.  
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3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, 

el derecho-habiente sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del 

procedimiento.  

 

Si el Sr. Zutanito es un particular y presenta una reclamación por daños y perjuicios 

como interesado y como particular presuntamente lesionado como indica el art. 65 de 

la ley 29/2015 de procedimiento administrativo común, entonces no solamente es 

correcta la respuesta b) aquellos que tengan capacidad de obrar, sino también la c) 

aquellos que ostentan derechos o intereses ya que claramente el Sr. Zurita tiene derecho 

e interés al reclamar por daños y perjuicios. Tiene un interés legítimo al haber sufrido 

una lesión a causa de la rama que cayó del árbol en la espalda y tiene derecho a 

reclamar patrimonialmente a la Administración y se le indemnice por ello.  

El art. 67 de la ley 39/2015 de procedimiento administrativo común: Artículo 67. 

Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial, 

también indica a los interesados por tanto tendría que valor igualmente la respuesta c.  

Por todo lo expuesto, solicito la anulación de la pregunta al tener dos respuestas 

correctas.”  

 
En relación a la alegación de Dña. Martos Hernández, Mª Teresa señalar que el artículo 13 de la LPACAP 
apartado f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

La pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

Usted indica, en su escrito, que la correcta sería también la respuesta c) “Aquellos que ostenten 

derechos o intereses”, pero esta afirmación que usted señala no sería acertada ya que no cualquier 
persona que ostente derecho o intereses puede exigir responsabilidad de las Administraciones o 
autoridades, sino que el artículo 4, como usted señala en su escrito, de LPACAP establece que serán 
interesados solo “Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos…”. 

 

No estaríamos en el caso del interesado en el procedimiento administrativo como usted indica,  sino 
en la capacidad de obrar ante la administración que es a lo que se refiere la pregunta y por lo tanto la 
aptitud para ejercitar derechos, asumir obligaciones y realizar de forma valida actos jurídicos.   
 
Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f) de la LPACAP. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Martos Hernández, Mª Teresa, a esta 
pregunta. 
 
Dña. Lamuedra Herráez, Margarita alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
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 “Según la plantilla la opción correcta es la b. Según la ley 39/2015 , los particulares 

podrán exigir responsabilidad patrimonial cuando se produzca una lesión en sus bienes 

o derechos por funcionamiento anormal de los servicios públicos, por lo que SOLO con 

tener capacidad de obrar no nace el derecho a exigir una indemnización, teniendo que 

tener algún interés o derecho afectado para poder exigir responsabilidad.  

Por lo expuesto solicito que se valore la opción c como valida o anulación de la 

pregunta ya que la opción b es incompleta.”  

 
En relación a la alegación de Dña. Martos Hernández, Mª Teresa señalar que el artículo 13 de la LPACAP 
apartado f establece :  

 

“Artículo 13 : Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas. 

  

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las 

Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes 

derechos:  

 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, 

cuando así corresponda legalmente.”  

 

La pregunta del supuesto señala claramente “El derecho a exigir la responsabilidad patrimonial de 

las Administraciones Públicas y de las autoridades puede ejercerse, según la LPACAP por:” 

 

Usted indica, en su escrito, que la correcta sería también la respuesta c) “Aquellos que ostenten 

derechos o intereses”, pero esta afirmación que usted señala no sería acertada ya que no cualquier 
persona que ostente derecho o intereses puede exigir responsabilidad de las Administraciones o 
autoridades, sino que el artículo 4, como usted señala en su escrito, de LPACAP establece que serán 
interesados solo “Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos…”. 

 

No estaríamos en el caso del interesado en el procedimiento administrativo como usted indica,  sino 
en la capacidad de obrar ante la administración que es a lo que se refiere la pregunta y por lo tanto la 
aptitud para ejercitar derechos, asumir obligaciones y realizar de forma valida actos jurídicos.   
 
Por lo tanto, estaríamos en lo señalado en el artículo 13 apartado f) de la LPACAP. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Martos Hernández, Mª Teresa, a esta 
pregunta. 
 

PREGUNTA 8: 

 
8. ¿El Sr. Zutanito está obligado a relacionarse electrónicamente con las Administraciones 

Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice? 
 

a) Sí, al igual que todas las personas físicas. 
b) Sí, en todo caso, ya que ejerce una actividad profesional que requiere colegiación obligatoria. 
c) No, únicamente estará obligado respecto de aquellos trámites y actuaciones relacionados 

con el ejercicio de su actividad profesional. 
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d) No, las personas físicas pueden elegir en todo momento si se comunican o no a través de 
medios electrónicos con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 
obligaciones. 

 
Dña. Adánez Vega, Irene alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“Según la plantilla de respuestas, la opción correcta es la  

 

c) No, únicamente estará obligado respecto de aquellos trámites y actuaciones 

relacionados con el ejercicio de su actividad profesional.  

 

Ley39/2015  

 

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas.  

[ ..] 

 

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.  

 

No se especifica en el supuesto práctico, que la Administración haya establecido de 

alguna forma reglamentaria la obligatoriedad del sujeto de este supuesto práctico de 

relacionarse electrónicamente con la administración, en trámites y actuaciones 

relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo tanto no está obligado 

a ello.  

 

SOLICITO POR TANTO LA ANULACIÓN DE LA PREGUNTA 8”  

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Adánez Vega, Irene, como indica en su escrito el 
artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
La Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 26 de marzo, 
por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social. 
Establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 
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Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Adánez Vega, Irene a esta pregunta. 
 
Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Que el enunciado de la pregunta nº 8 dice literalmente:  

 

¿El Sr. Zutanito está obligado a relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice?"  

 

Y las opciones de respuesta son:  

 

a) Sí, al igual que todas las personas físicas. 

b) Sí, en todo caso, ya que ejerce una actividad profesional que requiere colegiación 

obligatoria. 

c) No, únicamente estará obligado respecto de aquellos trámites y actuaciones 

relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. 

d) No, las personas físicas pueden elegir en todo momento si se comunican o no a través 

de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus 

derechos y obligaciones.  

 

Dando el Tribunal como válida la opción c).  
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Que dicha opción dada como válida es incorrecta ya el señor Zutanito, como autónomo, 

es una persona física y según el artículo 14.1 de la citada Ley "Las personas físicas 

podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para 

el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo 

que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las 

Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para comunicarse con las 

Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier momento". 

En el supuesto práctico no se especifica la profesión del señor Zutanito, por lo que no 

cumple ninguna de las condiciones para estar obligado a relacionarse con las AA.PP. 

por medios electrónicos expuestos en el artículo 14.2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre. 

Por todo lo expuesto, considero que la opción válida es la d).” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª, señalar que el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 
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b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª a esta pregunta. 
 
Dña. Del Val Viana, Lourdes alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN:  

• El Sr. Zutanito es un autónomo, es una persona física, por tanto puede elegir:  

 

"Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 

Administraciones Públicas.  

1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través 

de medios electrónicos o no"  

 

• No es una persona jurídica, ni existe un reglamento (que obligue al colectivo de 

personas físicas de su misma profesión a relacionarse con la Administración por 

medios electrónicos), ni está incluido en los casos del artículo 14.2, por ello NO ESTÁ 

OBLIGADO ni en lo personal ni para su profesión a relacionarse por medios 

electrónicos:  

 

"Art. 14.2. En todo caso, estarán obligados o relacionarse o través de medios 

electrónicos con los Administraciones Publicas para la realización de cualquier trámite 

de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 

a) Las personas jurídicas.  

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notorios y registradores de la propiedad y 

mercantiles.  

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración. 

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que 

realicen con ellos por razón de su condición de empleado público, en la forma en que 

se determine reglamentariamente por cada Administración.  

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios."  
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Pregunta 8. El Sr.Zutanito no está incluido en ninguno de los supuestos previstos en el 

art 14.2.  

 

La respuesta correcta es la D.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Del Val Viana, Lourdes, señalar que el artículo 14.3 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
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electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Del Val Viana, Lourdes a esta pregunta. 

 

 
Dña. García Moreno, Carmen Pilar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Se da por buena la pregunta b) y según la Ley 39/2015 de 1 de Octubre la respuesta 

correcta sería la opción a).  

a) Preferentemente por medios electrónicos. 

b) Obligatoriamente por medios electrónicos. 

c) En todo caso por medios electrónicos, siempre que no se manifieste de forma expresa 

su oposición al uso de dichos medios. 

d) En todo caso en papel, siempre que no comunique su preferencia a recibir 

notificaciones por medios electrónicos.  

Se trata de una elección, no de una obligación, solo existe obligación si requiere 

colegiación, por vía reglamentaria o los citados expresamente en el artículo 14 

apartado 2). 

 

artículo 14 de la ley 39/2015 apartado 1, lo cita así expresamente.  

 

Planteamiento para las preguntas 1 y 8, artículos relacionados, 14 y 41 de la Ley 

39/2015:  

 

El art. 14 de la Ley 39/2015 obliga a una serie de sujetos a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las administraciones públicas para la realización de cualquier 

trámite de un procedimiento administrativo   

El aptdo. 1 del art. 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas -LPACAP-, permite que sean 

las personas físicas quienes elijan el modo de comunicarse con la administración, al 

disponer que:  

 

• "Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través 

de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de 

medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la 

persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado 

por aquella en cualquier momento."  

 

El autónomo, por definición es una persona física (no jurídica), por tanto, en 

principio y con alguna salvedad, podrá elegir entre relacionarse con la administración 

a través de procedimientos electrónicos o bien por los medios tradicionales.  

 

Por su parte, el aptdo. 2 del citado art. 14 LPACAP establece la obligación de 

relacionarse por medios electrónicos con la administración a:  

• a) Las personas jurídicas.  

• b) Las entidades sin personalidad jurídica.  

• c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 
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colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles.  

• d} Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración.  

• e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones 

que realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en 

que se determine reglamentariamente por cada Administración.  

 

En consecuencia, en la medida de que el autónomo ejerza una actividad profesional 

que requiera colegiación, está obligado a relacionarse electrónicamente con la 

administración que no es el caso que nos ocupa.  

Por último, hay que tener en cuenta que el aptdo. 3 del citado art. 14 LPACAP, dispone 

que reglamentariamente, las administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.  

 

El autónomo no está obligado a relacionarse electrónicamente con la administración 

salvo que, ejerza una actividad profesional que requiera colegiación, o que la 

Administración, a través de un reglamento, exija al autónomo que se relacione 

electrónicamente con la administración porque se trate de un colectivo que realiza 

actividades económicas o profesionales, por lo que debe disponer de la capacidad 

necesaria para poder relacionarse electrónicamente con la administración.  

Artículo 41 de la citada Ley, el cual nos habla de las condiciones generales para la 

práctica de las notificaciones.  

Apartado 1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios 

electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a recibirlas por 

esta vía.  

 

En consecuencia y como ya he expuesto un trabador autónomo es persona física, como 

norma general no está obligado a relacionarse de manera electrónica con la 

Administración. Por tanto un requerimiento o notificación por parte de la 

Administración se realizaría preferentemente por medios electrónicos (no existe 

obligación, existe preferencia elegida por el interesado).  

 

Conclusiones  

1ª. Los autónomos, dado que son personas físicas, no están obligadas a relacionarse 

electrónicamente con la administración, salvo que ejerza una actividad profesional 

que requiera colegiación, por vía reglamentaria o apartado 2 del artículo 14 que en 

este caso no existe salvedad alguna.  

2º. Las notificaciones y/o requerimientos de la Administración a un trabajador 

autónomo por ser persona física, se realizarán preferentemente por medios 

electrónicos, salvo que se encuentren obligados por vía reglamentaria o requieran 

colegiación. Se trata de una elección, no de una obligación.  

3º."las personas físicas (autónomos incluidos) podrán elegir en todo momento si se 

comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y 

obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a 

relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El 

medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas 

podrá ser modificado por aquella en cualquier momento."  
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Del enunciado del primer supuesto práctico no se deduce información alguna de: 

  

• Actividad del trabajador autónomo que requiera colegiación puesto que no menciona 

su actividad.  

• Imposición por vía reglamentaria a relacionarse con la Administración de forma 

electrónica. 

• Y por último no menciona en ningún momento información para enmarcar a este 

trabajador en ninguno de los supuestos citados en el aptdo. 2 del citado art. 14 

LPACAP” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. García Moreno, Carmen Pilar, señalar que el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 
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Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Moreno, Carmen Pilar a esta pregunta. 
 
Dña. Gómez Ponce, Mª Elena alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“Alegación: Siguiendo con lo expuesto para las alegaciones a la pregunta 1, no tendría 

que estar obligado a relacionarse electrónicamente con la administración en su 

actividad profesional ya que se considera una persona física y al no especificar el 

enunciado de forma detallada a qué actividad profesional se dedica, no se puede saber 

si necesita colegiación obligatoria porque podría ser un masajista o un pintor para lo 

que no se le requeriría. 

 

La ,respuesta más adecuada sería la d) No, las personas físicas pueden elegir en todo 

momento si se comunican o no a través de medios electrónicos con las Administraciones 

Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Gómez Ponce, Mª Elena, señalar que el artículo 14.3 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 
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1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Gómez Ponce, Mª Elena a esta pregunta. 
 

 
Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 
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Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
D. Hernaz García. Carlos Alberto alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“…ya que dado mi punto de vista las respuestas correctas serían para la ,[…] y para 

la pregunta número 8 sería correcta la opción D, en base al artículo 14 de la Ley 

39/2015 de 2 de octubre de Procedimiento Administrativo común donde en su punto 

número 2 c) dice literalmente:  

 

"e) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles."  

 

Y en su punto número 3 dice:  

 

"3.Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer lo obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicos que por razón de su 

capacidad económica, técnico, dedicación profesional u otros motivos quede 
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acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos 

necesarios." 

 

En el enunciado del supuesto práctico número uno del examen en ningún caso se 

hace mención a ninguno de los casos que expone el articulado de la citada ley. 

 

La definición de trabajador por cuenta propia que da la página web del Ministerio 

de Trabajo y Economía Social es la siguiente:  

 

"Se entiende por trabajo por cuenta propia o autónomo la actividad económica o 

profesional realizada por persona física de forma habitual personal y directa, a 

título lucrativo, fuero del ámbito de organización y dirección de otra persona, dé o 

no ocupación a trabajadores por cuenta ajena." 

 
En relación a la alegación presentada por D. Hernaz García. Carlos Alberto, señalar que el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 
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b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Hernaz García. Carlos Alberto a esta pregunta. 
 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Motivo: considero que la respuesta correcta es la d) puesto que el Sr. Zutanito es una 

persona física y no se especifica que esté colegiado por lo que puede elegir si se comunica 

o no a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas.” 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Jiménez Patón, Antonia, señalar que el artículo 14.3 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 
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sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 
 
D. Orad Blanco, Daniel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Las opciones que se dan en esta pregunta son:  

 

a) Sí, al igual que todas las personas físicas. 

b) Sí, en todo caso, ya que ejerce una actividad profesional que requiere colegiación 

obligatoria. 

c) No, únicamente estará obligado respecto a aquellos tramites y actuaciones relacionadas 

con el ejercicio de su actividad profesional. 

d) No, las personas físicas pueden elegir en todo momento si se comunican o no a través 

de medios electrónicos con las Administraciones Públicas en el ejercicio de sus derechos 

y obligaciones.  

 

Se da como respuesta correcta la c), pero la respuesta correcta sería la d), ya que según 

se establece en el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, tienen la obligación de 

relacionarse electrónicamente los siguientes sujetos:  

a) las personas jurídicas. 

b) las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo 

se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente 

con la Administración. 

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que 

realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se 

determine reglamentariamente par cada Administración.  

 

En el supuesto del examen se hace referencia a que el Sr Zutanito es trabajador por cuenta 

propia. Solo tendría la obligación de relacionarse electrónicamente con la Administración 

si ejerciese una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria (por 
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ejemplo, si fuera psicólogo, abogado o notario), ya que un trabajador por cuenta propia 

es una persona física. Como en el supuesto no consta que actividad por cuenta propia 

desempeña, la opción c) sería incorrecta porque no todos los trabajadores por cuenta 

propia están obligados a relacionarse electrónicamente para los tramites y actuaciones 

relacionadas con el ejercicio de su actividad profesional (sólo estaría obligado si ejerciera 

una actividad para la que se requiera colegiación obligatoria y en este caso no se 

específica en ningún lado).  

 

La respuesta correcta sería la d), ya que como se establece en el artículo 14.1 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, "Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se 

comunican o no a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicos en el 

ejercicio de sus derechos y obligaciones."  

 

Por todo lo expuesto anteriormente, solicito que se cambie la respuesta de esta pregunta.” 

 
En relación a la alegación presentada por D. Orad Blanco, Daniel, señalar que el artículo 14.3 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  
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2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Orad Blanco, Daniel a esta pregunta. 
 
D. Velasco Martín, Jorge alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

¿El Sr. Zutanito está obligado a relacionarse electrónicamente con las Administraciones 

Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice?  

Tal y como ha quedado expuesto en el punto Primero de la alegación a la pregunta 1, el 

Sr. Zutanito no resulta obligado a relacionarse electrónicamente con las Administraciones 

Públicas por el ejercicio de su actividad profesional.  

 

Por lo tanto, la única respuesta correcta de las propuestas para la pregunta 8 es la "d) No, 

las personas físicas pueden elegir en todo momento si se comunican o no a través de 

medios electrónicos con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos 

y obligaciones." 

 

En relación a la alegación presentada por D. Velasco Martín, Jorge, señalar que el artículo 14.3 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
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[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Velasco Martín, Jorge a esta pregunta. 

 

 
Dña. Zori Otero, Raquel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN: Tal como indico en la pregunta 1 El señor Zutanito es 

trabajador por cuenta propia (autónomo), en ningún punto del supuesto se indica que El 

señor Zutanito tenga una profesión en la que se requiera colegiación obligatoria, por lo 

que debe ser considerado persona física, y según el artículo 14.1 de la Ley 39/2015 de 1 

de octubre (LPACAP) las personas físicas no están obligadas a relacionarse 

electrónicamente con la administración, por lo que considero que la respuesta correcta es 

la D.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Zori Otero, Raquel, señalar que el artículo 14.3 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 
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“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Zori Otero, Raquel a esta pregunta. 

 

  
Dña. Vela Rozalén, Isabel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“Considero que la respuesta d) también es correcta, ya que los autónomos son personas 

físicas, no están obligadas a relacionarse electrónicamente con la administración, 

salvo que ejerza actividad profesional que requiera colegiación. Artículo 14.2 apartado 

c) de LPACAP.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Vela Rozalén, Isabel, señalar que el artículo 14.3 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 
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procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vela Rozalén, Isabel a esta pregunta. 
 
Dña. San Inocencio Pérez, Susana alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“SOLICITO:  

El cambio de respuesta correcta a la D, Del supuesto práctico no se puede deducir que 

el Sr Zutanito se englobe en ninguno de los supuestos del artículo 14 de la LPAC, ya 

que no se indica en ningún momento que realice una actividad que requiera colegiación 

obligatoria. Habla de trabajador por cuenta ajena.  
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Por lo que la respuesta D debería ser la correcta  

 

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con los 

Administraciones Públicas. 

1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con fas 

Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones o través de 

medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios 

electrónicos con fas Administraciones Públicas. El medio elegido por fa persona para 

comunicarse con fas Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en 

cualquier momento. 2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de 

medios electrónicos con fas Administraciones Públicas para la realización de cualquier 

trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

e) Quienes ejerzan una actividad profesional para fa que se requiera colegiación 

obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 

colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de fa propiedad y 

mercantiles. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración. e) Los empleados de las Administraciones 

Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con e/fas por rozón de su 

condición de empleado público, en lo forma en que se determine reglamentariamente 

por cada Administración.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. San Inocencio Pérez, Susana, señalar que el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 

procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 
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Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. San Inocencio Pérez, Susana a esta pregunta. 
 
Dña. Medrano Picó, Mª Cristina alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“2. En el caso de la pregunta 8 del primer supuesto, donde se da por correcta la 

respuesta c),bajo me criterio no es correcta, por las mismas razones que alego en la 

pregunta 1ª, pues la redacción del supuesto no ha dejado claro en ningún momento, que 

el Señor Zutanito, esté dentro de los supuestos que el artículo 14.2 y 3 de la Ley 39/2015, 

marca como obligatorios para relacionarse con la administración. 

Si se supone que se trata al señor Zutanito, como un autónomo (artículo 14.3 de la Ley 

39/2015, colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, 

técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y  

disponibilidad de los medios electrónicos), que tampoco queda reflejado como tal en el 

texto, este colectivo, son personas físicas, y al ser un colectivo tan heterogéneo, la ley 

39/2015 determina la necesidad de una norma reglamentaria que desarrolle ese punto, 

al no haber desarrollo reglamentario, este colectivo se considera como personas 

físicas, pudiendo optar en sus relaciones con las Administraciones Públicas por medios 

electrónicos o no. 

 

Solicito la anulación de la pregunta 8 o que se cambie la respuesta correcta a la 

respuesta d). 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Medrano Picó, Mª Cristina, señalar que el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 

relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 
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procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 

capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 

acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.”  

 
Señalar que la Orden ESS/214/2018, de 1 de marzo, por la que se modifica la Orden ESS/484/2013, de 
26 de marzo, por la que se regula el Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la 
Seguridad Social, establece: 

 

“Uno. El artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación objetivo.  

 

1. Esta orden tiene por objeto regular el Sistema de remisión electrónica de datos (en 

adelante, Sistema RED), como un servicio gestionado por la Tesorería General de la 

Seguridad Social para el intercambio electrónico de datos o documentos, así como para 

la comunicación de actuaciones administrativas entre el citado servicio común y las 

entidades gestoras de la Seguridad Social y los autorizados para ello 
[…] 

 

Dos. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera:  

 

«Artículo 2. Ámbito de aplicación subjetivo. 

 

1. La incorporación al Sistema RED será obligatoria para los sujetos responsables de 

la obligación de cotizar a que se refiere el apartado 2 de este artículo. Los restantes 

sujetos responsables podrán incorporarse voluntariamente para la realización de los 

trámites administrativos que en cada momento permita dicho sistema para estos 

colectivos. En todo caso se precisará para la incorporación la autorización previa 

otorgada por la Tesorería General de la Seguridad Social.  

2. A los efectos indicados, estarán obligados a su incorporación al Sistema RED:  

[…] 

b) Los sujetos responsables del cumplimiento de la obligación de cotizar encuadrados 

en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos …” 

 

Visto lo anterior y comprobado que existe una reglamentación, condición establecida en el artículo 
14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Y siendo esta reglamentación establecida por la Orden ESS/214/2018, 
donde señala que un trabajador por cuenta propia o autónomo está obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas en todos los procedimientos y trámites que realice 
relacionados con el ejercicio de su actividad profesional. Por lo que la opción c) sería la correcta. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Medrano Picó, Mª Cristina a esta 
pregunta. 

PREGUNTA 10:  

 
10. En relación con la notificación efectuada a Sr Zutanito, ¿reúne el contenido mínimo para que 
la notificación produzca efectos? 
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a. Sí, puesto que contiene el texto íntegro del acto. 
b. No, puesto que contiene solo el texto íntegro del acto. 
c. No, puesto que no contiene expresión acerca de los recursos que proceden en vía 

administrativa y/o judicial. 
d. No, puesto que no contiene expresión acerca de los recursos administrativos y/o judiciales 

que proceden, ni se indica el plazo para interponerlos ni el órgano ante el que han de 
presentarse. 

 
Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Que el enunciado de la pregunta nº 10 dice literalmente:  

 

"En relación con la notificación efectuada a Sr Zutanito, ¿reúne el contenido mínimo 

para que la notificación produzca efectos?"  

 

Y las opciones de respuesta son:  

 

a) Sí, puesto que contiene el texto íntegro del acto. 

b) No, puesto que contiene solo el texto íntegro del acto. 

c) No, puesto que no contiene expresión acerca de los recursos que proceden en vía 

administrativa y/o judicial. 

d) No, puesto que no contiene expresión acerca de los recursos administrativos y/o 

judiciales que proceden, ni se indica el plazo para interponerlos ni el órgano ante el 

que han de presentarse.  

 

Dando el Tribunal como válida la opción a).  

 

Que dicha opción dada como válida es incorrecta ya según el artículo 40.3 de la citada 

Ley "Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de 

los demás requisitos previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la 

fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del 

contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o interponga 

cualquier recurso que proceda." Por lo cual, hasta que el interesado no realice ninguna 

actuación, la notificación no producirá efectos. 

 

Por todo lo expuesto, considero que la opción válida es la d).” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª, señalar que el artículo 
40.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado” 

 

Visto lo anterior y según establece el artículo 40.4 del LPACAP, la respuesta a) es correcta ya que la 
notificación contiene el texto íntegro, como señala el supuesto, y ello es suficiente a los efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento. 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª a esta pregunta. 
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Dña. Del Val Viana, Lourdes alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN: 

  

• Se pregunta cuándo produce efectos, por tanto hay que aplicar el art. 40.3 y 69: 

"surtirá efecto sí omite el resto de requisitos y solo hay texto íntegro, cuando el 

interesado actúe ...  

 

"Art 40.3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen 

alguna de los demás requisitos previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a 

partir de lo fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el 

conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, 

o interponga cualquier recurso que proceda. 

  

“Art 69 Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno 

de los, demás requisitos previstos en el párrafo anterior mantendrán suspendidos los 

plazos de caducidad e interrumpidos los de prescripción y únicamente surtirán efecto 

a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el 

conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación 

o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda."  

 

Por tanto, no surte efectos solo con el texto íntegro y el intento de notificación, para 

surtir efectos faltaría el requisito de que el interesado haga algo que declare que tiene 

conocimiento del contenido completo.  

 

• No se pregunta: ¿qué se necesita para dar por “cumplida la obligación de notificar”?, 

que es lo que aclara el art.40.4: 

  

"Art. 40.4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, para entender 

cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los 

procedimientos, será suficiente la notificación que contengo, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado."  

 

• En el artículo 40.2 y 69 se recoge que para que la notificación surta efectos deberá 

contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía 

administrativa, la expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía 

administrativa y judicial, el órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo 

para interponerlos:  

 

40.2 Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la 

fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la 

resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, la expresión de 

los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante 

el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los 

interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 

  

"Artículo 69 Agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial social. 

En todo caso, la Administración pública deberá notificar a los interesados las 

resoluciones y actos administrativos que afecten a sus derechos e intereses, conteniendo 

la notificación el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo 
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en la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el 

que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los 

interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 

 

Por tanto la respuesta correcta es la D” 

 

 En relación a la alegación presentada por Dña. Del Val Viana, Lourdes, señalar que el artículo 40.4 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado” 

 

Tiene razón en cuanto a su apreciación “No se pregunta: ¿qué se necesita para dar por “cumplida la 

obligación de notificar”?, sino que pregunta “…la notificación produzca efectos?” 

 
Lo que usted señala en su escrito referente al artículo 40.2, 40.3 y 69 de la LPACAP, se está refiriendo 
a que no surtirán los efectos contenidos en la notificación, es decir plazos de caducidad, prescripciones, 
etc., pero al contener el texto íntegro de la resolución se cumple el efecto de la notificación. 
 
Visto lo anterior y según establece el artículo 40.4 del LPACAP, la respuesta a) es correcta ya que la 
notificación contiene el texto íntegro, como señala el supuesto, y ello es suficiente a los efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento. 
 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Del Val Viana, Lourdes a esta pregunta. 
 
Dña. Gómez Ponce, Mª Elena alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Alegación: Considero que la respuesta no es correcta porque según indica la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas en su artículo 40 Notificación: 

 

"2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la 

teche en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la 

resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, la expresión de 

los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante 

el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los 

interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 

 

3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los 

demás requisitos previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la teche 

en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y 

alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o interponga cualquier recurso 

que procede, 

 

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 
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los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado." 

 

Por lo establecido en la Ley no se puede entender que una notificación deba contener 

como mínimo el texto íntegro del acto para producir efectos, detalla de manera expresa 

que hay dos opciones que complementan el texto íntegro que seria que el interesado 

hubiera realizado actuaciones que supongan conocimiento de la notificación o que se 

adjuntó el intento de notificación debidamente acreditado pero en el ejercicio no se 

detalla que ninguna de las dos se produzca, por lo que no se puede decir que únicamente 

con el texto íntegro tenga validez. 

 

La más completa sería la opción d) No, puesto que no contiene expresión acerca de los 

recursos administrativos y/o judiciales que proceden, ni se indica el plazo para 

interponerlos ni el órgano ante el que han de presentarse.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Gómez Ponce, Mª Elena, señalar que el artículo 40.4 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado” 

 

La pregunta del supuesto indica “…la notificación produzca efectos?”,  y usted afirma en el escrito 

“Por lo establecido en la Ley no se puede entender que una notificación deba contener como mínimo el 

texto íntegro del acto para producir efectos…”,  esta afirmación se contradice con el articulo 40 
apartado 4 señalado anteriormente. 
 
Y también afirma en su escrito que “…detalla de manera expresa que hay dos opciones que 

complementan el texto íntegro que seria que el interesado hubiera realizado actuaciones que supongan 

conocimiento de la notificación o que se adjuntó el intento de notificación debidamente acreditado”, el 
artículo 40 se está refiriendo a que no surtirán los efectos contenidos en la notificación, es decir plazos 
de caducidad, prescripciones, etc., pero al contener el texto íntegro de la resolución se cumple el 
efecto  de obligación de notificar. 
 
Visto lo anterior y según establece el artículo 40.4 del LPACAP, la respuesta a) es correcta ya que la 
notificación contiene el texto íntegro, como señala el supuesto, y ello es suficiente a los efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento. 
 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Gómez Ponce, Mª Elena a esta pregunta. 
 
Dña. San Inocencio Pérez, Susana alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“SOLICITO:  

El cambio de respuesta correcta a la D, Se pregunta si reúne el contenido el mínimo 

para producir efectos, según el artículo 40, solo lo hará si el interesado realiza 

actuaciones que supongan el conocimiento del contenido. No por sí, y el supuesto 
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práctico no indica que el Sr Zutanito realice ninguna actuación. Por lo que la respuesta 

debería ser la D 

  

Artículo 40. Notificación. 

  

l. El órgano que dicte los resoluciones y actos administrativos los notificará a los 

interesados cuyos derechos e intereses sean afectados por aquéllos, en los términos 

previstos en los artículos siguientes.  

2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la 

fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la 

resolución, con indicación de si pone fin o no a fa vía administrativa, fa expresión de 

los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante 

el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los 

interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.  

3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los 

demás requisitos previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la fecha 

en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y 

alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o interponga cualquier recurso 

que proceda.  

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máxima de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. San Inocencio Pérez, Susana, señalar que el artículo 
40.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado” 

 

La pregunta del supuesto indica “…la notificación produzca efectos?”,  cumpliendo con el articulo 40 
apartado 4 señalado anteriormente. 
 
Afirma en su escrito que “…, Se pregunta si reúne el contenido el mínimo para producir efectos, según 

el artículo 40, solo lo hará si el interesado realiza actuaciones que supongan el conocimiento del 

contenido. No por sí, y el supuesto práctico no indica que el Sr Zutanito realice ninguna actuación”, el 
artículo 40 se está refiriendo a que no surtirán los efectos contenidos en la notificación, es decir plazos 
de caducidad, prescripciones, etc., pero al contener el texto íntegro de la resolución se cumple el 
efecto de obligación de notificar. 
 
Visto lo anterior y según establece el artículo 40.4 del LPACAP, la respuesta a) es correcta ya que la 
notificación contiene el texto íntegro, como señala el supuesto, y ello es suficiente a los efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento. 
 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. San Inocencio Pérez, Susana a esta pregunta. 
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Dña. Martos Hernández, Mª Teresa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“El Tribunal da como correcta la respuesta a) Sí, puesto que contiene el texto íntegro 

del acto.  

Sin embargo, la respuesta d) es correcta según consta en el art. 40 de la Ley 39/2015 

del Procedimiento Administrativo Común:  

Artículo 40. Notificación.  

2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la 

fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la 

resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, la expresión de 

los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante 

el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los 

interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.  

3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de 

los demás requisitos previstos en el apartado anterior, surtirán efecto a partir de la 

fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del 

contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o interponga 

cualquier recurso que proceda.  

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado.  

 

La notificación solo contiene el texto íntegro, produce efectos desde que el interesado 

realiza actuaciones, pero en el supuesto no se nos indica si el Señor hace algo al 

respecto o interpone algún recurso, simplemente no se indica nada, simplemente accede 

a la notificación lógicamente al recibirla y no la rechaza. La lee obviamente pero no 

indica que haga nada más.  

 

Se pregunta por los efectos y no por la obligación de notificación. Son dos cosas 

distintas.  

 

Efectos es si realiza actuaciones que no las hace puesto que no se menciona en el 

supuesto, mientras que la de la notificación y su obligación requiere texto íntegro e 

intento de notificación debidamente acreditado, son cosas distintas.  

 

Por todo ello, solicito la anulación de la pregunta al no mencionar en el supuesto más 

datos para contestar correctamente a la pregunta ya que no se dice si realiza 

actuaciones o no para surtir efectos.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Martos Hernández, Mª Teresa, señalar que el artículo 
40.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 

 

“4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado” 

 

La pregunta del supuesto indica “…la notificación produzca efectos?”,  cumpliendo con el articulo 40 
apartado 4 señalado anteriormente. 
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Afirma en su escrito que “…, Efectos es si realiza actuaciones que no las hace puesto que no se menciona 

en el supuesto, mientras que la de la notificación y su obligación requiere texto íntegro e intento de 

notificación debidamente acreditado, son cosas distintas”, el artículo 40 se está refiriendo a que no 
surtirán los efectos contenidos en la notificación, es decir plazos de caducidad, prescripciones, etc., 
pero al contener el texto íntegro de la resolución se cumple el efecto de obligación de notificar. 
 
Visto lo anterior y según establece el artículo 40.4 del LPACAP, la respuesta a) es correcta ya que la 
notificación contiene el texto íntegro, como señala el supuesto, y ello es suficiente a los efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento. 
 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Martos Hernández, Mª Teresa a esta pregunta. 
 
Dña. Hernández Martínez, Olga alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 
 

 
 
En relación a la alegación presentada por Dña. Hernández Martínez, Olga, señalar que el artículo 
40.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas establece: 
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“4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de 

entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 

los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto 

íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado” 

 

La pregunta del supuesto indica “…la notificación produzca efectos?”,  cumpliendo con el articulo 40 
apartado 4 señalado anteriormente. 
 
Visto lo anterior y según establece el artículo 40.4 del LPACAP, la respuesta a) es correcta ya que la 
notificación contiene el texto íntegro, como señala el supuesto, y ello es suficiente a los efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración del procedimiento. 
 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Martínez, Olga a esta pregunta. 
 
 

PREGUNTA 11: 

 
11. El contrato para la climatización y adaptación de la instalación de ventilación y electricidad 
puede clasificarse según su objeto como: 

 
a) Un contrato de obras. 
b) Un contrato de concesión de obras. 
c) Un contrato de concesión de servicios.  
d) Un contrato de servicios. 

 
Dña. Meléndez García, Carmen alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“A mi parecer, la respuesta correcta sería Contrato mixto que no aparece en las 

respuestas. En este caso y como indica el artículo 18 de la Ley 9/2017 de 8 de 

noviembre Contratos del Sector público sería una combinación de contratos (obras, 

suministros ... etc.).  

Al no aparecer como opción "Contrato Mixto", la pregunta 11 debería ser anulada.“ 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Meléndez García, Carmen, señalar que en el supuesto 
practico no indica que se vaya a suministrar ningún elemento de climatización, ventilación y 
electricidad. Por lo que estaríamos ante un contrato de obras tal y como señala la respuesta a) al 
tener que adaptarse tanto la electricidad como la ventilación y climatización asociada a ella. 

 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Meléndez García, Carmen a esta pregunta. 
 

PREGUNTA 12:  

 
12. El contrato para la climatización y adaptación de la instalación de ventilación y electricidad 
¿puede clasificarse como un contrato menor? 

 
a) Sí, porque no exige presupuesto de obras. 
b) Sí, porque es un contrato de importe inferior a 10.000 euros. 
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c) No, porque es un contrato de importe superior a 40.000 euros.  
d) No, porque es un contrato que no exige proyecto de obras. 

 
 

Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

En relación con la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que el tema 
15 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
Dña. García Feijóo, Mª Mar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. García Feijóo, Mª Mar, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
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coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Feijóo, Mª Mar a esta pregunta. 
 

PREGUNTA 13:  

 

13. En el contrato para la climatización y adaptación de la instalación de ventilación y 
electricidad la garantía definitiva: 
 

a) No, ya que solamente es obligatoria en el caso de contratos que no tengan 
consideración de contratos menores. 

b) No, ya que solamente es obligatoria en el caso de contratos de obras que exijan proyecto. 
c) Nunca sería obligatoria. 
d) Siempre sería obligatoria. 

 
Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

En relación con la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que el tema 
15 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 
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De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
Dña. Cepeda Garrido, Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“La pregunta 13 se encuentra en el Título IV de la Ley (fuera de temario).” 

 
En relación con la alegación presentada por Dña. Cepeda Garrido, Vanesa, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Cepeda Garrido, Vanesa a esta pregunta. 
 
Dña. Sánchez Martín, Virginia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“La garantía definitiva se regula en el Artículo 107. 

 

Por todo ello solicito la anulación de las preguntas 13, 15 y 17 por no estar dentro 

del temario publicado en las bases “ 

 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Sánchez Martín, Virginia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
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Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Sánchez Martín, Virginia a esta pregunta. 
 
Dña. Vitutia Moreno, Patricia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“La pregunta nº 13 estaría fuera de temario. La Garantía definitiva se regula en el 

CAPÍTULO I. Garantías exigibles en los contratos celebrados con las 

Administraciones Públicas, Sección 2ª. Garantía definitiva, Artículo 107. Exigencia 

de la garantía definitiva  

 

Según el Anexo II del programa de auxiliar administrativo (páginas 18 y 19) que 

figura en las bases específicas por las que se regirá la convocatoria de pruebas 

selectivas para el acceso a tres plazas de auxiliar administrativo, en el apartado B 

de materias específicas, en el punto 11 entraría en temario lo siguiente:  

 

11. Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito 

de aplicación. Contratos del sector público. Órganos de contratación en las 

Entidades Locales.  

 

En virtud de todo ello, SE SOLICITA:  

 

Se solicita la anulación de la pregunta nº 13 por estar fuera del temario exigido en 

las bases. “ 

 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Vitutia Moreno, Patricia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 
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De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vitutia Moreno, Patricia a esta pregunta. 
 
Dña. García Feijóo, Mª Mar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. García Feijóo, Mª Mar, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Feijóo, Mª Mar a esta pregunta. 
 
Dña. Lamuedra Herráez, Margarita alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Según plantilla,  se marca como opción correcta la d. Solicito anulación de la 

pregunta indicada puesto que las garantías no entran dentro del temario indicado ya 
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que dentro del la ley 9/2017 de Contratos del Sector Publico,  el temario hace 

referencia al TITULO PRELIMINAR. El objeto y ámbito de aplicación. Contratos 

del sector público,  y LIBRO CUARTO ,Órganos  de contratación de las entidades 

locales. 

Las garantías, reguladas dentro del LIBRO PRIMERO, no se hace referencia a ellas 

como parte del temario “ 

 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Lamuedra Herráez, Margarita, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Lamuedra Herráez, Margarita a esta pregunta. 
 
Dña. Meléndez García, Carmen alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“En relación con las preguntas 13 y 17 del supuesto 2, indicar que no forman parte 

del temario solicitado en las bases de la convocatoria, ya que corresponden al LIBRO 

PRIMERO, Título IV, Sección 2ª y LIBRO SEGUNDO, Capitulo IV, Sección 2ª 

respectivamente y el temario de la convocatoria se refiere a los artículos del 1 al 27 

y la Disposición adicional segunda y tercera. 

Por este motivo éstas preguntas deberían ser anuladas. “ 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Meléndez García, Carmen, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 
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De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Meléndez García, Carmen a esta pregunta. 
 

PREGUNTA 15:  

 

15. Con carácter general, ¿cuál será el plazo máximo, incluyendo las prórrogas, de duración del 
contrato para la búsqueda, recogida y albergue de animales abandonados? 

 
a) Tres años. 
b) Cuatros años.  
c) Cinco años. 
d) Diez años. 

 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Motivo: la respuesta a esta pregunta se encuentra en el artículo 29 de la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Por lo tanto, estaría fuera de temario ya 

que según las bases sólo entra el Título Preliminar (Cap. I Objeto y ámbito de 

aplicación(arts. 1 a 11) y Cap. II Contratos del Sector Público (arts. 12 a 27)) y la 

Disposición Adicional Segunda.” 

 

En relación con la alegación presentada por Dña. Jiménez Patón, Antonia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
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Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 
 
Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

En relación con la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que el tema 
15 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
 

Dña. Sánchez Martín, Virginia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“El plazo de duración de los contratos y de ejecución de la prestación se regula en 

el Artículo 29. 

 

Por todo ello solicito la anulación de las preguntas 13, 15 y 17 por no estar dentro 

del temario publicado en las bases “ 

 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Sánchez Martín, Virginia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 
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De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Sánchez Martín, Virginia a esta pregunta. 
 
Dña. García Feijóo, Mª Mar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. García Feijóo, Mª Mar, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Feijóo, Mª Mar a esta pregunta. 
 

PREGUNTA 17:  

 



 

Página 72 de 94 

 

17. En el contrato para la compra de material eléctrico con destino al mantenimiento y 
conservación de las instalaciones de alumbrado público, según el artículo 302 de la Ley 9/2017 
de Ley de Contratos, el pago se podrá realizar: 

 
a) Siempre en metálico. 
b) Siempre mediante la entrega de bienes.  
c) Siempre mediante cheque conformado. 
d) En metálico y mediante la entrega de bienes. 

 
 
Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“Que el enunciado de la pregunta n2 17 dice literalmente:  

 

En el contrato para la compra de material eléctrico con destino al mantenimiento y 

conservación de las instalaciones de alumbrado público, según el artículo 302 de la 

Ley 9/2017 de Ley de Contratos, el pago se podrá realizar:"  

 

Y las opciones de respuesta son:  

 

a) Siempre en metálico. 

b) Siempre mediante la entrega de bienes. 

c) Siempre mediante cheque conformado. 

d) En metálico y mediante la entrega de bienes.  

 

Dando el Tribunal como válida la opción d).  

 

Que aun siendo la respuesta válida, el contenido de la pregunta no está incluido en el 

temario de la oposición ya que el artículo 302 está en el TÍTULO II, Capítulo IV del 

LIBRO 2º y el temario no lo incluye.  

 

El tema 15 Ley 9/2017, de 8 de novimebre, de Contratos del Sector Público, con los 

apartados siguientes:  

- Objeto y ámbito de aplicación. Dentro de la citada ley se hace referencia a ello 

en el TÍTULO PRELIMIRAR, Capítulo I.  

- Contratos del Sector Público. Dentro de la citada ley se hace referencia a ello 

en el TÍTULO PRELIMIRAR, Capítulo II.  

- Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Dentro de la citada ley se 

hace referencia a ello en la Disposición Adicional 2ª.  

 

Por todo lo expuesto, solicito la anulación de la pregunta nº 17.” 

 

En relación con la alegación presentada por Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público eso no implica que el tema se refiera en exclusiva a esos apartados de la 
Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título 
referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los 
contratos del Sector Público... 
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De tal forma que, según lo señalado en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª a esta pregunta. 
 

 

Dña. Del Val Viana, Lourdes alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVO DE IMPUGNACIÓN:  

 

Esta pregunta es nula, ya que sólo puede pagarse de los 38.016,53€ en metálico o en 

otros bienes la mitad, no el total de la obra está mal formulada: 

 

“Artículo 302. Pago en metálico y en otros bienes. 

 

1. Cuando razones técnicas o económicas debidamente justificadas en el expediente lo 

aconsejen, podrá establecerse en el pliego de cláusulas administrativas particulares 

que el pago del precio total de los bienes a suministrar consista parte en dinero y parte 

en la entrega de otros bienes de la misma clase, sin que, en ningún caso, el importe de 

estos pueda superar el 50 por cien del precio total."  

 

Por tanto la pregunta 17 es Nula.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Del Val Viana, Lourdes, señalar que la pregunta hace 
referencia a como se podrá realizar el pago según el artículo 302 y no que parte del pago se puede 
pagar en dinero y que parte en bienes. Según establece dicho artículo el pago se podrá realizar parte 
en dinero y parte en bienes, tal y como señala la respuesta d) del supuesto.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Del Val Viana, Lourdes a esta pregunta. 

 

 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“Motivo: la repuesta a esta pregunta se encuentra en el artículo 302 de la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Por lo tanto considero que estaría fuera 

de temario según las bases.” 

 

En relación con la alegación presentada por Dña. Jiménez Patón, Antonia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
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cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 
 
Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“MOTIVACIÓN 

Pregunta fuera de temario ya que en las bases el tema 11(Ley 9/2017 de 8 de noviembre 

de Contratos del Sector Público) sólo hace referencia a: Objeto y ámbito de aplicación. 

Contratos del sector público. Órganos de contratación de las Entidades Locales. 

La pregunta hace referencia al artículo 302 que se encuentra enclavada en la Ley en la 

Sección 2.• Ejecución del contrato de suministro del CAPITULO IV Del contrato de 

suministro del Título II del Libro II. 

Por todo ello solicito anulación de la pregunta 17 ya que está referida a la ejecución de 

los contratos y no se incluyó en las bases del temario.” 

 

En relación con la alegación presentada por Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Lerín Santos, Mª Vanesa a esta pregunta. 

 

Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
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En relación con la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que el tema 
15 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
D. Orad Blanco, Daniel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“En el enunciado de la pregunta se establece "En el contrato para la compra de material 

eléctrico con destino al mantenimiento y conservación de las instalaciones de 

alumbrado público, según el artículo 302 de la Ley 9/2017 de Ley de Contratos, el pago 

se podrá realizar:"  

 

Según se establece en el artículo 302.4 de la Ley 9/2017 de la Ley de contratos, "El 

contenido de este artículo será de aplicación a los contratos de servicios para la gestión 

de los sistemas de información, los de servicios de telecomunicación y los contratos de 

mantenimiento de estos sistemas, suministras de equipos y terminales y adaptaciones 

necesarias como cableado, canalizaciones y otras análogas, siempre que vayan 

asociadas a la prestación de estos servicios y se contraten conjuntamente con ellos, 

entendiéndose que los bienes a entregar, en su caso, por la Administración han de ser 

bienes y equipos informáticos y de telecomunicaciones." 

  

En el artículo 302 solo hace referencia a servicios de telecomunicaciones y los contratos 

de mantenimiento de estos sistemas, en ningún momento hace referencia a la compra de 

material eléctrico con destino al mantenimiento y conservación de las instalaciones de 

alumbrado público, ya que el mantenimiento del alumbrado público no forma parte de 

las prestaciones que pueden proporcionar los servicios de telecomunicaciones.  
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Por lo tanto solicito la anulación de la pregunta por no estar bien el enunciado.” 

 

En relación con la alegación presentada por D. Orad Blanco, Daniel afirma que “...ya que el 

mantenimiento del alumbrado público no forma parte de las prestaciones que pueden proporcionar 

los servicios de telecomunicaciones.” Señalar que esta pregunta no entra en el fondo del tipo de 
servicios que la empresa adjudicataria presta, se entiende que si ha sido adjudicada a una empresa 
y se le puede aplicar el artículo 302, como se refiere la pregunta, es que cumple todos lo establecido 
en dicho artículo.  
 
Por último, indicar que la pregunta hace referencia a como se podrá realizar el pago según el artículo 
302 y no si la empresa contratada o el material a comprar cumple lo establecido en dicho articulado 
y según establece dicho artículo el pago se podrá realizar parte en dinero y parte en bienes, tal y 
como señala la respuesta d) del supuesto 
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Orad Blanco, Daniel a esta pregunta. 
 
Dña. Cepeda Garrido, Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“La pregunta 17 se encuentra en el artículo 198.2 de la Ley (fuera de temario).” 

 
En relación con la alegación presentada por Dña. Cepeda Garrido, Vanesa, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Cepeda Garrido, Vanesa a esta pregunta. 
 
Dña. Vela Rozalén, Isabel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Solicito se anule las siguientes preguntas en base a que no forman parte del contenido 

del temario indicado en las bases de dicha convocatoria. 

 

… La respuesta se encuentra en el 2º1ibro, Titulo 11, capitulo IV, artículo 302 de la ley 

9/2017 de la ley de Contratos...” 
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En relación con la alegación presentada por Dña. Vela Rozalén, Isabel, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vela Rozalén, Isabel a esta pregunta. 
 
Dña. Sánchez Martín, Virginia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“El pago en metálico y otros bienes se regula en el Artículo 302.  

 

Por todo ello solicito la anulación de las preguntas 13, 15 y 17 por no estar dentro 

del temario publicado en las bases “ 

 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Sánchez Martín, Virginia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Sánchez Martín, Virginia a esta pregunta. 
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Dña. Vitutia Moreno, Patricia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“La pregunta nº 17 estaría fuera de temario. El pago en metálico y en otros bienes 

se regula en el CAPÍTULO IV. Del contrato de suministro, Sección 2.ª Ejecución del 

contrato de suministro, Artículo 302. Pago en metálico y en otros bienes.  

 

Según el Anexo II del programa de auxiliar administrativo (páginas 18 y 19) que 

figura en las bases específicas por las que se regirá la convocatoria de pruebas 

selectivas para el acceso a tres plazas de auxiliar administrativo, en el apartado B 

de materias específicas, en el punto 11 entraría en temario lo siguiente:  

 

11. Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito 

de aplicación. Contratos del sector público. Órganos de contratación en las 

Entidades Locales.  

 

En virtud de todo ello, SE SOLICITA:  

 

Se solicita la anulación de la pregunta nº 17 por estar fuera del temario exigido en 

las bases. “ 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Vitutia Moreno, Patricia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vitutia Moreno, Patricia a esta pregunta. 
 
Dña. García Feijóo, Mª Mar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
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En relación a la alegación presentada por Dña. García Feijóo, Mª Mar, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Feijóo, Mª Mar a esta pregunta. 
 
Dña. San Inocencio Pérez, Susana alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“PREGUNTA SEA ANULADA POR ENCONTRARSE FUERA DE TEMARIO“ 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. San Inocencio Pérez, Susana, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
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Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. San Inocencio Pérez, Susana a esta pregunta. 
 
Dña. Meléndez García, Carmen alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“En relación con las preguntas 13 y 17 del supuesto 2, indicar que no forman parte 

del temario solicitado en las bases de la convocatoria, ya que corresponden al LIBRO 

PRIMERO, Título IV, Sección 2ª y LIBRO SEGUNDO, Capitulo IV, Sección 2ª 

respectivamente y el temario de la convocatoria se refiere a los artículos del 1 al 27 

y la Disposición adicional segunda y tercera. 

Por este motivo éstas preguntas deberían ser anuladas. “ 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Meléndez García, Carmen, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Meléndez García, Carmen a esta pregunta. 
 
Dña. Moreno Alcalá, Carmen alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Hace referencia al artículo 302 de la Ley de Contratos del Sector Público. El 

temario de las bases de esta Convocatoria, en el Tema 11 especifica: "Ley 9/2017, 

de 8 de Noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y Ámbito de aplicación. 

Contratos del Sector Público. Órganos de contratación en los Entidades Locales".  

 

MOTIVO DE IMPUGNACIÓN  

Esta materia que se refiere en las bases de la convocatoria no corresponde al artículo 

302 de esta pregunta, por este motivo solicito se anule dicha pregunta al estar fuera 

del temario especificado en las Bases.“ 

 



 

Página 81 de 94 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Moreno Alcalá, Carmen, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Moreno Alcalá, Carmen a esta pregunta. 
 
Dña. Medrano Picó, Mª Cristina alega lo siguiente respecto a la pregunta: 

 

“La pregunta 17, del segundo supuesto, por estar fuera de temario, el artículo 302, 

corresponde, al Capitulo IV del contrato de Suministro, no está dentro de los puntos 

establecidos en el Terna 11. 

Solicito anulación de la pregunta.” 

 

En relación a la alegación presentada por Dña. Medrano Picó, Mª Cristina, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún 
apartado, título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 
se refiere a la Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en 
las Entidades Locales” y la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación 
pública en las Entidades Locales” ya que en ambas se establece las directrices de contratación 
en el ámbito local. 
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Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Medrano Picó, Mª Cristina a esta 
pregunta. 

PREGUNTA 18:  

 
18. ¿Podrá adjudicarse el contrato para la actuación del cantante de forma directa? 
 

a) Sí, ya que el tener un precio de 8.000 euros más el importe del IVA tiene la 
consideración de contrato menor. 

b) Todo dependerá de la duración del contrato. 
c) No, ya que se trata de un contrato que conlleva prestaciones directas a favor de la 

ciudadanía. 
d) No, ya que el riesgo operacional corresponde al pianista. 

 
Dña. Da Silva Garrido, Rosa Mª alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Que el enunciado de la pregunta n2 18 dice literalmente:  

 

¿Podrá adjudicarse el contrato para la actuación del cantante de forma directa?"  

 

Y las opciones de respuesta son:  

 

a) Sí, ya que el tener un precio de 8.000 euros más el importe del IVA tiene la 

consideración de contrato menor.  

b) Todo dependerá de la duración del contrato. 

c) No, ya que se trata de un contrato que conlleva prestaciones directas a favor de la 

ciudadanía. 

d) No, ya que el riesgo operacional corresponde al pianista.  

 

Dando el Tribunal como válida la opción a).  

 

Que, aun siendo la respuesta válida, el contenido de la pregunta no está incluido en el 

temario de la oposición ya que el artículo 131.1 está en el TÍTULO I, Capítulo I del 

LIBRO 2º y el temario no lo incluye.  

 

El tema 15 Ley 9/2017, de 8 de novimebre, de Contratos del Sector Público, con los 

apartados siguientes:  

- Objeto y ámbito de aplicación. Dentro de la citada ley se hace referencia a ello 

en el TÍTULO PRELIMIRAR, Capítulo I.  

- Contratos del Sector Público. Dentro de la citada ley se hace referencia a ello 

en el TÍTULO PRELIMIRAR, Capítulo II.  

- Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Dentro de la citada ley se 

hace referencia a ello en la Disposición Adicional 2ª.  

 

Por todo lo expuesto, solicito la anulación de la pregunta nº 18.” 
 
Dña. Jiménez Patón, Antonia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Motivo: la respuesta a esta pregunta se encuentra en el artículo 131 de la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Por lo tanto considero que estarla fuera 

de temario según las bases.” 
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En relación con la alegación presentada por Dña. Jiménez Patón, Antonia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Jiménez Patón, Antonia a esta pregunta. 
 
 
Dña. Hernández Morcuende, Paula alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

En relación con la alegación presentada por Dña. Hernández Morcuende, Paula, señalar que el tema 
15 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
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Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Hernández Morcuende, Paula a esta pregunta. 
 
Dña. Sánchez Martín, Virginia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“Dando como correcta la respuesta a) Sí, ya que al tener un precio de 8.000 euros 

más el importe del IVA tiene la consideración de contrato menor.  

 

Según lo establecido en el artículo 118 de la Ley 9/2017 (LCSP), cuyo tenor es el 

siguiente:  

 

"1.Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado inferior a 40.000 

euros, cuando se trate de contratos de obras, o a l5.000 euros, cuando se trate de 

contratos de suministro o de servicios, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 229 

en relación con las obras, servicios y suministros centralizados en el ámbito estatal.  

2. En los contratos menores la tramitación del expediente exigirá la emisión de un 

informe del órgano de contratación justificando de manera motivada la necesidad 

del contrato y que no se está alterando su objeto con el fin de evitar la aplicación de 

los umbrales descritos en el apartado anterior.  

3. Asimismo se requerirá la aprobación del gasto y la incorporación al mismo de la 

factura correspondiente, que deberá reunir los requisitos que las normas de 

desarrollo de esta Ley establezcan."  

 

En el caso que se presenta, cierto es que el precio no supera el umbral ,establecido 

de 15.000 euros para un contrato menor, pero en ningún momento se establece la 

posibilidad de adjudicación directa, ya que una de las premisas de la ley (LCSP) es 

regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma se ajusta 

a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia 

de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores.  

Por tanto, si tenemos en cuenta la respuesta a), se estaría vulnerando lo establecido 

en la Ley.  

 

Además, el artículo a que se refiere esta pregunta es el 118, por lo que tampoco está 

incluido en el temario expuesto en las bases de la convocatoria.  

 

Por ambos motivos solicito la anulación de dicha pregunta.” 

 

En relación a la primera parte de la alegación presentada por Dña. Sánchez Martín, Virginia, donde 
afirma que , “Por tanto, si tenemos en cuenta la respuesta a), se estaría vulnerando lo establecido 

en la Ley”. Señalar que el Artículo 131 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público establece en su apartado 3:  
 

“Artículo 131. Procedimiento de adjudicación. 

 

3. Los contratos menores podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario 

con capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para 

realizar la prestación, cumpliendo con las normas establecidas en el artículo 118.” 

 

Visto lo anterior la respuesta de la pregunta 18 sería correcta. 
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En relación a la segunda parte de la alegación presentada por Dña. Sánchez Martín, Virginia, señalar 
que el tema 15 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de 
aplicación. Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque 
algún apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Sánchez Martín, Virginia a esta pregunta. 
 

Dña. Vitutia Moreno, Patricia alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
“La pregunta nº 18 estaría fuera de temario. El procedimiento de adjudicación se 

regula en el CAPÍTULO 1. De las actuaciones relativas a la contratación de las 

Administraciones Públicas, Sección 2.ª De la adjudicación de los contratos de las 

Administraciones Públicas, Subsección 1ª. Normas generales, Artículo 131. 

Procedimiento de adjudicación. 

 

Según el Anexo II del programa de auxiliar administrativo (páginas 18 y 19) que 

figura en las bases específicas por las que se regirá la convocatoria de pruebas 

selectivas para el acceso a tres plazas de auxiliar administrativo, en el apartado B 

de materias específicas, en el punto 11 entraría en temario lo siguiente:  

 

11. Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito 

de aplicación. Contratos del sector público. Órganos de contratación en las 

Entidades Locales.  

 

En virtud de todo ello, SE SOLICITA:  

 

Se solicita la anulación de la pregunta nº 18 por estar fuera del temario exigido en 

las bases. “ 

 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. Vitutia Moreno, Patricia, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
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cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vitutia Moreno, Patricia a esta pregunta. 
 
 
 
 
 
Dña. García Feijóo, Mª Mar alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
En relación a la alegación presentada por Dña. García Feijóo, Mª Mar, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local. 
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Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. García Feijóo, Mª Mar a esta pregunta. 
 
 

PREGUNTA 19:  

 

19. Los actos de fiscalización del contrato del cantante se ejercerían: 
 

a) Por el Secretario de la Corporación.  
b) Por la Mesa de Contratación. 
c) Por el órgano Interventor de la Entidad Local.  
d) Ninguna respuesta es correcta. 

 
 
D. Velasco Martín, Jorge alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

Por el precio, este contrato tiene la consideración de un contrato menor que se rige 

según lo estipulado en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 

y en concreto su artículo 118 determina el contenido del expediente para este tipo de 

contratos.  

 

En ningún momento en el mencionado artículo se hace referencia a fiscalización alguna 

en la tramitación del expediente del contrato menor. 

 

De acuerdo con el art. 8 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula 

el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local (RCIL) 

la función interventora se ejercerá bien como fiscalización previa, bien como 

intervención previa.  

 

La fiscalización previa y la intervención previa son dos situaciones distintas en el 

ejercicio de la función interventora.  

 

Se entiende por fiscalización previa la facultad que compete al órgano interventor de 

examinar, antes de que se dicte la correspondiente resolución, todo acto, documento o 

expediente susceptible de producir derechos u obligaciones de contenido económico o 

movimiento de fondos y valores, con el fin de asegurar, según el procedimiento 

legalmente establecido, su conformidad con las disposiciones aplicables en cada caso.  

 

Por su parte, la intervención previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de 

obligaciones es la facultad del órgano interventor para comprobar, antes de que se dicte 

la correspondiente resolución, que las obligaciones se ajustan a la ley o a los negocios 

jurídicos suscritos por las autoridades competentes y que el acreedor ha cumplido o 

garantizado, en su caso, su correlativa prestación.  

 

No todos los actos con contenido económico están sujetos a fiscalización previa. Los 

arts. 219.1, del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y 17 del Real Decreto 

424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en 
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las entidades del Sector Público Local exceptúan de fiscalización previa los gastos de 

material no inventariable, los contratos menores, así como los de carácter periódico y 

demás de tracto sucesivo, una vez intervenido el gasto correspondiente al período inicial 

del acto o contrato del que deriven o sus modificaciones, así como otros gastos menores 

de 3.005,06 € que, de acuerdo con la normativa vigente, se hagan efectivos a través del 

sistema de anticipos de caja fija.  

 

En base a lo anteriormente expuesto, hay que entender que de forma general, el contrato 

del cantante no está sometido a fiscalización, por lo tanto, la única respuesta correcta 

de las propuestas para la pregunta 19 es la "d) Ninguna respuesta es correcta." 

 
En relación con la alegación presentada por D. Velasco Martín, Jorge señalar que la pregunta del 
supuesto indica, “Los actos de fiscalización…”, según la Disposición adicional tercera. Normas 
específicas de contratación pública en las Entidades Locales de la LPACAP: 

“ 1. Las Administraciones Públicas locales aplicarán las reglas contenidas en esta Ley, 

con las especialidades que se recogen en la disposición adicional anterior y en la presente. 

[…] 

3. Los actos de fiscalización se ejercen por el órgano Interventor de la Entidad local” 

 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de D. Velasco Martín, Jorge a esta pregunta. 
 
 
Dña. Cepeda Garrido, Vanesa alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
 

“La pregunta 19 se encuentra en la Disposición Adicional tercera (fuera de temario)” 

 
En relación con la alegación presentada por Dña. Cepeda Garrido, Vanesa, señalar que el tema 15 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. 
Contratos del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún 
apartado del tema coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos 
apartados de la Ley, si fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como 
el Título referente a cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente 
a los contratos del Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Cepeda Garrido, Vanesa a esta pregunta. 

 

 
Dña. Vela Rozalén, Isabel alega lo siguiente respecto a la pregunta: 
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“Solicito se anule las siguientes preguntas en base a que no forman parte del contenido 

del temario indicado en las bases de dicha convocatoria. 

 

…La respuesta se encuentra en el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril. por el que se 

regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del sector público local, 

articulo 4.” 

 

En relación con la alegación presentada por Dña. Vela Rozalén, Isabel, señalar que el tema 15 Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: Objeto y ámbito de aplicación. Contratos 
del Sector Público. Órganos de Contratación en las Entidades Locales. Aunque algún apartado del tema 
coincida con los Títulos y capítulos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, ello no implica que el tema se refiera única y exclusivamente a dichos apartados de la Ley, si 
fuera así se hubiera señalado expresamente en el tema tanto el Capitulo como el Título referente a 
cada uno de ellos y no es el caso, por lo que el tema se refiere a todo lo referente a los contratos del 
Sector Público. 

 
De tal forma que, según lo que afirma en su escrito el tema también podría referirse al CAPÍTULO II. 
Registro de Contratos del Sector Público, CAPÍTULO II. Garantías exigibles en otros contratos del sector 
público. 
 
Y en cuanto a Órganos de Contratación en las Entidades Locales, no se contempla ningún apartado, 
título, sección o artículo con esa descripción por lo que este apartado del tema 15 se refiere a la 
Disposición adicional segunda “Competencias en materia de contratación en las Entidades Locales” y 
la Disposición adicional tercera “Normas específicas de contratación pública en las Entidades Locales” 
ya que en ambas se establece las directrices de contratación en el ámbito local.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vela Rozalén, Isabel a esta pregunta. 

 

 
TERCERO.- Una vez estudiadas, se acuerda estimar motivadamente las alegaciones a las preguntas 
que se indican. 
 
  

PREGUNTA 20: 

20.¿Podría el Ayuntamiento contratar verbalmente la actuación del cantante? 
 

a) Sí, al tratarse de un contrato menor. 
b) No, excepto que el contrato se tramitara por vía de urgencia.  
c) No, al no tratarse de un contrato de suministro. 
d) No, al tratarse de un contrato privado. 

 

Alegada por los/as aspirantes : Adánez Vega, Irene; Cepeda Garrido, Vanesa; Escalada Ramos, Alberto; 
García Feijóo, Mª Mar; Garnacho Díaz, Carlos; Gómez Ponce, Mª Elena; González Ruiz, Esther; González 
Ruiz, Esther; Jiménez Patón, Antonia; Lamuedra Herráez, Margarita; Lerín   Santos, Mª Vanesa; Martín 
León, Carlos; Medrano Picó, Mª Cristina; Moreno Alcalá, Carmen; Orad Blanco, Daniel; Sánchez Martín, 
Virginia; Vela Rozalén, Isabel; Velasco Martín, Jorge 
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Se comprueba que la respuesta no cumple con lo establecido en el artículo 120.1 de la Ley 9/2007 de 

Contratos del Sector Público y se da por anulada. 

Se acuerda estimar motivadamente las alegaciones a la pregunta que se indica. 

 

CUARTO.- Estudiar las alegaciones presentadas por la aspirante Dña. Del Val Viana, Lourdes respecto 

a la forma de corrección del segundo ejercicio.  Dicha aspirante alega: 

 
“FORMULA IMPUGNACIÓN 

de dicha plantilla, respecto a las preguntas que a continuación se indican, por las 

razones que en cada una de ellas se detalla: 

 

En primer lugar querría impugnar la forma de corrección de este segundo examen, ya 

que en ningún sitio aparece expresamente que las respuestas en blanco no descuentan 

(en cambio en el primer examen sí que estaba expresamente publicado en el anuncio 

del Tribunal de fecha 24/10/2022), lo que ha provocado que muchos de los que hemos 

ido al examen hemos entendido que las respuestas en blanco se daban por erróneas y 

descontaban 0,16 puntos. Y nos hemos visto obligados a responder todas las respuestas.  

 

Al no estar publicada esa forma de corrección, pero sí aplicarla, se están discriminando 

a parte de los aspirantes con el resto. Solicito que se den por erróneas las respuestas 

en blanco, ya que en el anuncio del Tribunal sobre la forma de calificación del segundo 

examen 09/12/22 no está expresamente publicado.  

 

Querría impugnar la forma de corrección en base:  

 

• a la Ley de Transparencia 19/2013, 9 diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno:  

 

"La presente Ley tiene un triple alcance: incrementa y refuerza la transparencia en la 

actividad pública -que se articula a través de obligaciones de publicidad activa para 

todas las Administraciones y entidades públicas ...  

 

• y la Ley de Transparencia 10/2019, 10 abril, de Transparencia y de Participación de 

la Comunidad de Madrid:  

 

"la transparencia se revela como uno de los valores esenciales para que las 

instituciones y administraciones sean consideradas como propias, cercanas y abiertas 

a las Expectativas, necesidades y percepciones de la ciudadanía. El principio más 

importante que ha de regir la transparencia es el de servicio: ser transparente es 

inherente al servicio público porque es un derecho de la ciudadanía  

 

• En las bases específicas de la convocatoria (Decreto nº 2881 2021) no aparece 

nada expreso sobre la forma de corregir las respuestas del segundo examen. 

• En el Decreto de corrección nº 0106 2022 no se establece nada con respecto a 

la forma de valorar las respuestas, ni tampoco en la convocatoria nº 887 del 

20/12/21 publicada en el BOE. 

• En el Decreto de corrección nº 1525 2022 no se establece nada con respecto a 

la forma de valorar las respuestas. 

• En el Decreto de corrección nº 1793 2022 no se establece nada con respecto a 

la forma de valorar las respuestas. 
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•En el Decreto de corrección nº 2082 2022 no se establece nada con respecto de 

la forma de valorar las respuestas. 

• En el Anuncio del Tribunal Calificador de fecha 09/12/22 establece:  

 

"Cada pregunta tendrá un valor 0,5 puntos, los errores restarán 0,16 puntos y el 

ejercicio tendrá una duración de 30 minutos".  

 

No establece expresamente nada sobre las respuestas en blanco, por ello se entiende 

que las respuestas en blanco se entenderán que son erróneas.  

 

• En cambio para el primer examen sí estaba expresamente recogido en el 

Anuncio del 24/10/2022 del Secretario del Tribunal, Gabriel Toledano Delfa:  

 

"la pregunta acertada se puntuará con 1 punto y el error restará un tercio del acierto 

(0,33 puntos), las preguntas no contestadas no penalizarán".  

 

MOTIVO DE IMPUGNACIÓN: no ser publicadas las normas de corrección que se han 

aplicado.” 

 

En relación con esta alegación señalar que, durante el día del examen se dio instrucciones de como 
rellenar la plantilla de los supuestos prácticos, al igual que se indicó la forma de puntuación de las 
preguntas siendo las acertadas puntuadas con 0,5 puntos, cada pregunta errónea penalizaría 
restando 0,16 puntos y las no contestadas no se tendrían en cuenta para la puntuación. 
 
Respecto a lo que afirma en su escrito, “Al no estar publicada esa forma de corrección, pero sí aplicarla, 

se están discriminando a parte de los aspirantes con el resto. Solicito que se den por erróneas las 

respuestas en blanco, ya que en el anuncio del Tribunal sobre la forma de calificación del segundo 

examen 09/12/22 no está expresamente publicado”, como se indica en el párrafo anterior dicha forma 
de corrección si se explico el día del examen, por lo que no hay trato discriminatorio con respecto a 
los/as demás aspirantes y además no habiendo ninguna alegación ni escrito, excepto el suyo, 
señalando dicha discriminación. 
 
Para mayor abundamiento y no habiendo establecido expresamente en el anuncio de forma de 
corrección del segundo ejercicio, la puntuación de las preguntas no contestadas, no se puede 
considerar erróneas dichas respuestas en blanco, como usted señala en su escrito, ya que una 
respuesta en blanco no es acertada ni errónea.  
 
Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Vela Rozalén, Isabel a esta pregunta. 
 
QUINTO.- Estudiar el escrito de revisión de la calificación presentados por las aspirante Dña. Carmen 

Pilar García Moreno y Dña. Olga Hernández Martínez.   

 

Dña. Carmen Pilar García Moreno alega: 

 
“YO, CARMEN PILAR GARCÍA MORENO CON DNI 05691371K, SOLICITO; REVISIÓN DE 

MI NOTA DEL SEGUNDO EXAMEN DE LA CONVOCATORIA DE AUXILIARA 

ADMINISTRATIVO YA QUE LA PLANTILLA RECTIFICADA Y PROVISIONAL DE LA 

CALIFICACIÓN DEL SEGUNDO NÚMERO DE PLICA 400002808 APAREZCO CON UNA 

NOTA DE UN 7.02 (15 ACERTADAS, 3 ERRORES Y 2 EN BLANCO), PERO COMO SE 

PUEDE OBSERVAR EN LA COPIA DE LA PLANTILLA QUE TENGO YO SON:  
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PREGUNTA 1: ERRONEA  

PREGUNTA: 7 ERRONEA  

PREGUNTA 8: ERRONEA  

PREGUNTA 9: EN BLANCO  

 

ES DECIR; 16 ACERTADAS, 3 ERRONEAS Y 1 EN BLANCO LO QUE DARÍA UNA NOTA 

DE 7,52.  

 

LAS PREGUNTAS 15 Y 17 QUE PUEDEN CREAR ALGUN TIPO DE DUDA, ACLARO:  

 

PREGUNTA 15: MARQUE LA PREGUNTA C) COMO BUENA Y LUEGO LA ANULÉ CON 

UNA X POR ERROR, PUESTO QUE ME DÍ CUENTA QUE SI ERA LA C) LA QUE QUERÍA 

CONTESTAR, SOLICITÉ AL TRIBUNAL UNA PLANTILLA NUEVA PARA PODER PASARLA 

A LIMPIO PERO LA CONTESTACIÓN FUE QUE NO SE PODÍA Y NO SE ME FACILITÓ, 

INSISTÍ QUE DE ALGUNA FORMA PODRÍA RECUPERAR LA RESPUESTA YA QUE 

ESTABA SEGURA QUE QUERÍA CONTESTAR LA C) Y AL CABO DE UNOS 10 MINUTOS 

APROXIMADAMENTE LA PERSONA QUE ME ATENDIÓ ( EDAD MEDIA Y PELO 

BLANCO), ME DIJO QUE UNA VEZ CONSULTADO CON EL TRIBUNAL PARA 

RECUPERARLA MARCARA CON UN REDONDEL A LA RESPUESTA QUE QUERIA 

CONTESTAR Y MARQUE CON UN REDOLDEL LA RESPUESTA C), TAL Y COMO ME 

SEÑALARON QUE DEBIA PROCEDER ASÍ LO HICE.  

 

PREGUNTA 17: MARQUÉ LA C) PERO LA ANULÉ CON UNA X Y MARQUÉ LA D).” 

 

Revisado el cuestionario de Dña. Carmen Pilar García Moreno con las alegaciones presentadas y 

realizado los cálculos según el anuncio de criterios de calificación del segundo ejercicio publicado el 9 

de diciembre de 2022 resulta: 

 

- 16 respuestas acertadas x 0,5 puntos = 8,00 puntos,  

- 3 respuestas erróneas x 0,16 = 0,48 puntos.  

 

La Puntuación sería 8,00 – 0,48 = 7,52 puntos. 

 

Por todo lo anterior, se estima la alegación de Dña. Carmen Pilar García Moreno y se procede a la 

corrección de su calificación quedando en 7,52 puntos. 
 

 

Dña. Olga Hernández Martínez alega: 

 
 

 

Revisada la calificación de Dña. Olga Hernández Martínez y realizado los cálculos según el anuncio de 

criterios de calificación del segundo ejercicio publicado el 9 de diciembre de 2022 resulta: 
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- 15 respuestas acertadas x 0,5 puntos = 7,5 puntos,  

- 4 respuestas erróneas x 0,16 = 0,64 puntos.  

 

La Puntuación sería 7,5 – 0,64 = 6,86 puntos. 

 

Por todo lo anterior, se desestima la alegación de Dña. Olga Hernández Martínez y se mantiene la 

puntuación de 6,86 puntos. 

 

SEXTO.- Se acuerda realizar la puntuación sobre 19 preguntas al quedar anulada la pregunta 20 del 

cuestionario. La puntuación máxima seguirá siendo de 10 puntos tal y como establecen las Bases de 

la Convocatoria. Proceder a recalcular las calificaciones de los/as aspirantes sobre las 19 preguntas. 

 

SÉPTIMO.- Se acuerda publicar resolución a las contestaciones a las alegaciones realizadas y la 

plantilla de respuestas definitiva del segundo ejercicio en el tablón de anuncios y en la página web 

del Ayuntamiento de San Fernando de Henares (www.ayto-sanfernando.com). Notificar a los/as 

interesados/as esta resolución. 
 
 
 

NÚMERO RESPUESTA 

1 b 

2 a 

3 b 

4 c 

5 c 

6 d 

7 b 

8 c 

9 a 

10 a 

11 a 

12 c 

13 d 

14 d 

15 c 

16 b 

17 d 

18 a 

19 c 

20 ANULADA 
 
 
OCTAVO.- Se acuerda publicar los resultados definitivos del segundo ejercicio en el tablón de anuncios 
y en la página web del Ayuntamiento de San Fernando de Henares (www.ayto-sanfernando.com). 
 

 

http://www.ayto-sanfernando.com/
http://www.ayto-sanfernando.com/



